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L A naturaleza jurídica de las Comunidades Europeas es difícil de precisar. Buena
prueba de ello es la disparidad de conclusiones que puede apreciarse en una
gran parte de la ingente cantidad de trabajos dedicados a este tema. A ello se

añade un problema no menos arduo, en íntima correspondencia con el anterior: el de la
delimitación del contenido del concepto de «supranacionalidad», término con el que se
viene calificando a las Comunidades Europeas (CECA, CEE, CEEA).

En la mayoría de los trabajos relativos a esta cuestión, hemos creído observar un
planteamiento un tanto incorrecto del estudio. Con base a lo que cada uno pretende
que sea la «supranacionalidad», se intenta descubrir en las Comunidades Europeas la
fórmula imaginada o, por el contrario, en algunos autores, la inexistencia de tal fórmula.
La conclusión parece adquirirse antes del análisis de las Comunidades, y, partiendo de
este aprlorismo, se intenta descubrir lo que de conforme o contradictorio haya en las
Comunidades en relación con la conclusión ya establecida. En realidad, lo apropiado del
término que se emplee para designar un fenómeno jurídico es de relativa importancia,
sobre todo si se trata de un vocablo que debe traducir el contenido de un fenómeno
novedoso o, al menos, de reciente actualidad. En nuestra opinión, es mucho más tras-
cendente el delimitar, aprehender, el contenido que se Intenta recubrir con el término.
En este sentido, nos permitimos tomar prestado el de «supranacionalidad», empleado
por la doctrina (y por el Tratado CECA) para adentramos, en el marco concreto de las
Comunidades Europeas, en lo que se pretende que sea el contenido de dicho vocablo.

Al estudiar la supranacionalidad, los autores atribuyen a este concepto unas notas
definidoras que, en líneas generales, coinciden en la mayoría. La disparidad reside en la
diferente preeminencia o importancia que los estudiosos conceden a los distintos ele-
mentos integradores del concepto. Por otro lado, nota común a la doctrina parece ser
la de una excesiva «juridicidad» en la delimitación de la noción que estudiamos, que
supone, en contrapartida, una falta de atención a las relídades de funcionamiento de la
institución «supranacional». Desde nuestro punto de vista, la argumentación jurídica pue-
de resultar viciada si se disocia la teoría de la práctica, el hecho del derecho. De las
divergencias entre el enunciado y lo real, del texto y su aplicación, lo supranacional
cobra su verdadera configuración, su real significado.

Un punto de partida interesante, y por lo demás lógico, que puede servir de orien-
tación en el análisis de la supranacionalidad, es el propuesto por Klaus von Lindeiner-
Wildau: partir de una definición del concepto con base al sentido etimológico del tér-
mino. La objeción puede estar en que partir de la etimología de un término resuelve,
«a priori», la idoneidad del mismo para calificar a la institución, pero, de todas formas,
parece un punto de partida más aséptico que el de los demás autores.
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En esta línea, el autor observa que la palabra «supranacional» se compone de dos
elementos: «supra», del latín «supra = sobre» o «por encima», lo que nos da el signi-
ficado esencial del vocablo: lo que está sobre o por encima de la nación (1). Ello en-
traña, pues, dos niveles diferentes, uno superior y otro subordinado, es decir, autori- -
dad sobre el nivel inferior en virtud de un sistema de jerarquía. Dé esta forma, la insti-
tución supranacional debe hallarse en un nivel jerárquicamente más elevado que la en-
tidad nacional y que, jurídicamente, es superior a la última. Así pues, la pregunta es
inevitable: ¿en qué forma deberá construirse la institución para que responda al sen-
tido etimológico de la supranacional idad y qué condiciones debe reunir para que pueda
decirse que, efectivamente, es superior jurídicamente a la entidad nacional? La respues-
ta se halla, como dice el autor, en la idea esencial de subordinación encerrada en el
vocablo: será supranacional la institución que cuenta con facultades suficientes para
dictar órdenes jurídicamente válidas a la entidad nacional subordinada. En el caso de
un conflicto de voluntades entre ambas, la voluntad supranacional debe prevalecer jurí-
dicamente sobre la voluntad nacional (2).

Sentadas estas bases, podemos introducirnos ya en el estudio de los diversos ele-
mentos constitutivos del concepto de supranacionalidad.

CARACTERÍSTICAS FUNDAMENTALES DE LA S U P R A N A C I O N A Ü D A D

1. EL MECANISMO AUTÓNOMO.

No es difícil afirmar que la supranacionalidad debe entrañar, ante todo, un meca-
nismo autónomo que, jurídicamente, vincule a los Estados aún contra su voluntad.
Más adelante veremos en qué consiste esta subordinación normativa de los Estados
al mecanismo supranacional. Su contenido no puede ser otro si quiere diferenciarse del
opuesto, el interestatal.

Con acertado rigor, observa el profesor Héraud, que no es totalmente exacto hablar
de «organizaciones supranacionales», porque este calificativo corresponde a los órganos,
y bajo ciertas condiciones. En el caso de las Comunidades Europeas, de sus cuatro ór-
ganos rectores, sólo dos funcionan de manera verdaderamente supranacional; sin embar-
go, puede admitirse que una organización que posee tales órganos, siquiera sea uno,
merece el calificativo de «supranacional» (3), aunque debe añadirse que el órgano de
este tipo únicamente funciona de forma supranacional cuando el tratado lo autoriza. Ese
mismo órgano puede presentar otro aspecto, emplear para sus decisiones el procedi-
miento interestatal. Según el procedimiento, .el órgano presenta una u otra cara. Por
eso, en rigor, no puede hablarse de organización ni, incluso, de órganos supranacionales.
Ese calificativo corresponde únicamente a un mecanismo, a un procedimiento, supo-
ne una técnica de funcionamiento, de la misma forma que lo es el interestatal: ambos
se diferencian, además, por su peculiar estructura y, sobre todo, por las tareas enco-
mendadas y por las competencias atribuidas.

La primera característica de las funciones del órgano supranacional es la de su
amplia autonomía. En efecto, el mecanismo supranacional sólo podrá ostentar tal nom-
bre cuando sea, ante todo, verdaderamente autónomo.

(1) Nación en el sentido que normalmente se le atribuye- en Derecho Internacional: naci6n=Estado.
(2) K. von Lindeiner-Wildau: La supranationalité en tant que principe de droit». Col. «Aspects

Européens». Leyde, 1970, págs, 42 y ss.
(3) G. Héraud: «La notion de supra-nationalité*. Cours a l'lnstitut des Hautes Etudes Internationales

(Université de Paris), 1963-64, pág. 5.
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Por dos caminos puede llegarse a la autonomía, origen ds la supranacionalidad:

a) Autonomía por el procedimiento.
b) Autonomía por el estatuto.

Cualquiera de las dos técnicas es perfectamente válida y ambas pueden coincidir
en el mismo órgano.

a) La autonomía por el procedimiento.

Si el órgano no es estatutariamente autónomo, tal carácter puede conseguirlo aún
por medio del procedimiento que utilice para el acto de la decisión.

En las Comunidades Europeas, el órgano que reúne tal condición es el interguber-
namental o, como se le suele llamar, el «Colegio de las Soberanías»: el Consejo de
Ministros, que se halla compuesto de representantes de los países miembros y que actúa
bajo las instrucciones de éstos. No obstante, a la par que ¡ntergubernamenta!, el Con-
sejo es también órgano comunitario, característica que nace del hecho de que consti-
tuye un «órgano de las Comunidades que, como entidad global, puede tomar decisio-
nes que comprometen a la Comunidad, pero que pueden ser diferentes de las instruc-
ciones dadas por los gobiernos a sus representantes» (4).

El Consejo de Ministros era diferente para cada una de las Comunidades. El Trata-
do de 8 de abril de 1965 (entrado en vigor el día 1 de julio de 1967) ha sustituido los
trss Consejos por uno solo, pero sus atribuciones son las mismas, puestos que el artícu-
lo 1 del citado Tratado de «fusión» dispone que el Consejo:

«exerce les pouvoirs et les compétences dévolues á ees institutions
(los antiguos Consejos) dans les conditions prévues aux traites ins-
tituant respectivement la CECA, la CEE et la CEEA ainsi qu'au présent
traite».

Las consecuencias de la fusión de los tres Consejos son prácticamente intranscen-
dentes, en este punto concreto, puesto que el Consejo unificado se halla compuesto
por las mismas personas (los Ministros) con igual mandato e idénticas competencias
que antes de la fusión. Mientras los tratados comunitarios continúen siendo tres, el
Consejo tomará sus decisiones de acuerdo con las reglas fijadas en cada uno de ellos,
según que el objeto concierna a la CECA, a la CEE o a la CEEA.

Los miembros del Consejo son, a la vez que representantes de sus gobiernos, y,
por tanto de sus intereses, depositarios del «poder» de la Comunidad y encargados
de velar Igualmente por los intereses de ella. De esta doble función, dirá un autor,
es de donde los Consejos reciben su originalidad: una, natural, resultante de la perso-
nalidad misma de los miembros, la otra voluntaria, es decir, resultante del Tratado y de
la voluntad de garantizar la realización de las Comunidades (5). En el orden comuni-
tario, el Consejo reúne y representa la voluntad polítiiea —algunas veces común—
de los Estados miembros. El carácter eminentemente político, y su especial importan-
cia, del Consejo, estriba en el hecho de que sus miembros no son diplomáticos ni altos
funcionarios, sino Ministros de Asuntos Exteriores o, en ocasiones, otros competen-
tes (6).

Tenemos, pues, que el Consejo es un órgano comunitario de estructura y compo-

(4) .L. Constantinesco: «La supranacionalidad de las Comunidades Europeas». Anuario Uruguayo de
Derecho Internacional. 1965-66. IV, pág. 57.

(5) J. M.: «Les Conseils des Communautés Européennes». A. F. D. I., 1961. pág. 634.
(6) P. Wigni: «Un témoignage sur la Communauté des Six., CECA, Luxembourg. 1957, pág. .21.
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sición ¡ntergubernamentales, compuesto por miembros que trabajan bajo las instruc-
ciones "precisas de sus gobiernos. De ahí que revista gran importancia el mecanismo
empleado para sus decisiones que, como veremos, en algunos casos será el típica-
mente interestatal, pero en otros gozará de una verdadera autonomía funcional.

En un órgano de tal naturaleza, será «supranacional» sólo aquel procedimiento de
decisión que obligue a los Estados, incluso contra su voluntad: el procedimiento mayo-
ritario que, en su forma simple, es intensamente supranacional para debilitarse a me-
dida que la mayoría se aproxime a la unanimidad. En rigor, bastará que uno de los
países quede obligado por una decisión que él no ha suscrito, para que pueda hablarse
de procedimiento autónomo y de mecanismo supranacional.

En las Comunidades, la primera impresión es que el Consejo goza, como norma
general, de procedimiento mayoritario. En* el Tratado CEE puede leerse que:

«Sauf tiispositions contraires du présent Traite, les déliberations du
Conseil sont acquises á la majorité des membres qu¡ le composent»
(art. 148, par. 1. El art. 118 CEEA es idéntico).

Sin embargo, esta regla es de escasa aplicación; la verdadera regla es la de la
unanimidad o la de la' mayoría calificada.

Las reglas de votación son un tanto diferentes según se trate de uno u otro Tratado,
pero los principios de base son los mismos: en un primer momento se intenta evitar
grupos o mayorías que pudieran enfrentarse; para ello, el sistema ha previsto que, por
lo menos, dos de los grandes Estados estarán en la mayoría. Por otro lado, y en justa
compensación, se evita el aplastamiento «legal» de los Estados más débiles, garantizán-
doles su efectiva y decisoria participación por medio de diferentes maneras que pasamos
a exponer. i

Sin embargo, este es el momento de advertir que los sistemas de decisión y ponde-
ración de los votos, originarios en los Tratados comunitarios, estaban pensados, lógica-
mente, para sus seis miembros fundadores. Con la ampliación del número de miembros
de las Comunidades de seis a nueve, todo el delicado equilibrio conseguido ha tenido
que remodelarse, y tendrá que hacerse de nuevo, puesto que los cálculos se hicieron
pensando con el ingreso de cuatro miembros. La negativa del pueblo noruego a integrar-
se en la Comunidad impone un nuevo estudio de las ponderaciones en los votos y en el
reajuste de las instituciones, aunque es posible que se proceda sencillamente a descontar
en aquéllas y éstas los votos y puestos que se habían atribuido a Noruega (7). En todo
caso, cualquiera que sea el nuevo equilibrio que se establezca entre los nueve miem-
bros, en nada se alteran las líneas fundamentales de lo que aquí tratamos de estudiar.

Teniendo en cuenta el ingreso de tres nuevos miembros (Reino Unido, Irlanda y
Dinamarca) efectivos desde el 1 de enero de 1973, la actual normatividad es la si-
guiente:

(7) Además de los seis miembros fundadores —Francia, Alemania Federal, Italia, Bélgica, Países
Bajos y Luxemburgo—, el 1 de enero de 1973 entraron en vigor los Tratados de admisión de Inglaterra,
Irlanda y Dinamarca. Tal como se halla previsto en el artículo 2, párrafo 2, del propio Tratado de
admisión de los cuatro candidatos, el Consejo de Ministros tendrá que operar, inmediatamente después
de la entrada en vigor del Tratado, las adaptaciones necesarias que ha originado la negativa noruega
a integrarse. Ver más ampliamente en J.-P. Puissochet: •L'adhésion du Royaume-Uni, de l'lrlande, du
Danemark et de la Norvége aux Communautés Européennes», A. F. 0. T., 1971,, pág. 932 y ss. Texto del
Tratado, en pág. 939 y ss.
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A. Tratados de Roma (CEE y CEEA)

Tres mecanismos de decisión del Consejo son posibles:

— Unidad.
— Mayoría simple.
— Mayorías calificadas o especiales, requeridas en determinadas ocasiones.

La mayoría simple, que mientras los Estados miembros eran seis coincidía con la
mayoría de los dos tercios, está prevista para aquellos casos de relativa importancia
en los cuales la opinión de cada representante de los Estados miembros tiene el mis-
mo peso e idéntico valor (por ejemplo la elaboración del Reglamento interno del Con-
sejo). Aquí se consulta a las personas más que a los Estados (8).

La mayoría calificada se alcanza según un sistema de ponderación previsto en el
Tratado (ahora Art. 14 del Acto de Adhesión mantenido por la decisión del Consejo
de 1 de enero de 1973, necesaria tras la defección noruega) y que responde a la
idea de garantizar a los Estados un lugar en el Consejo acorde a su importancia en la
Comunidad, lo que no ocurre en el caso de la mayoría simple, en la que cada Estado
tiene un voto. En la CEE se calcula en función de la importancia económica de cada
Estado miembro.

Los Tratados de Roma han previsto dos clases de ponderación: la normal, inspira-
da en la importancia política de los países miembros, y la especial, proporcional a las
contribuciones financieras de los Estados y que se aplica para la adopción del presu-
puesto de investigaciones y de inversiones o para los préstamos que puedan concederse
para su financiación (9).

De lo dicho se desprende que la ponderación normal se aplica en casi todas las
actuaciones del Consejo que requieran mayoría calificada. La ponderación normal es la
siguiente:

Votos

Alemania Federal 10
Francia 10
Italia 10
Reino Unido 10
Bélgica 5
Países Bajos ... ... 5
Dinamarca 3
Irlanda 3
Luxemburgo 2

58

El artículo 8 de la decisión del Consejo de 1 de enero de -1973 fija la mayoría cali-
ficada en 41 votos. Ello significa que el acuerdo de los cuatro grandes países es insu-
ficiente para imponer una decisión, pero que el sólo acuerdo de dos de ellos impide

(8) Catalano cita la paradoja de que podría darse el caso de una mayoría cualificada, adquirida
por el voto favorable de sólo Alemania. Francia e Italia, mientras que sus votos no bastarían para
reunir una mayoría simple. Sin embargo, esto no es un serlo Inconveniente, porque la mayoría simple
se requiere en aquellos casos en que la manifestación de voluntad emana no de los Estados, sino de
las personas que componen el Consejo. N. Catalano: «Manuel de Drolt des Communautés Européennes>,
2éme ed., París, 1965, pág. 49.

(9) Para una exposición más detallada, ver Ljubisavijevic: «Les problémes de la pondération dans
les Instítutions Européennes», «Aspects Européens», Leyde, 1959.
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que se adopte; por otra parte, la acción concertada de los tres nuevos países es im-
potente para detener la decisión del Consejo. Si en el sistema anterior, que establecía
la mayoría calificada en los 12 votos sobre un total de 17, se favorecía el acuerdo de
los tres grandes (10) puesto que cada uno contaba con cuatro votos, en la ponderación
actual se concede una mayor importancia a los más pequeños desde el momento en
que su participación es necesaria para alcanzar la mayoría exigida.

Pues bien, dentro del actual sistema, la deliberación da fruto si consigue reunir,
como mínimo:

— Cuarenta y un votos si, en virtud del Tratado, la decisión es de aquellas que
debe ser adoptada previa proposición de la Comisión (Art. 148 CEE; 118 CEEA).
En este supuesto, los Estados que queden en la minoría saben que, al menos,

el interés de la Comunidad, representado por la Comisión, se halla a salvo.
— Cuando el Consejo estatuye sin proposición de la Comisión, se exige que los

41 votos emanen de, al menos, seis países miembros (mismos artículos). Se evi-
ta así que, cuando la Comisión no ha participado, los grandes, incluso aliados con el
pequeño Luxemburgo, aplasten a los pequeños. Pero, por otro lado, no podrá lograrse
la decisión si no participan en ella tres de los grandes Estados.

Es decir, que en resumen el sistema de la ponderación busca en todo momento un
doble equilibrio de fuerzas: en el primer caso, con' la Comunidad, haciendo que la
adopción de decisiones relativas a las proposiciones de la Comisión sean más flexi-
bles; en el segundo caso, el equilibrio se da con los Estados fuertes porque dos al
menos de los pequeños querrán la decisión.

La mayoría especial o, más exactamente la ponderación especial, se aplica, como
sabemos, para la adopción del presupuesto y no es de especial interés para lo que aquí
nos proponemos.

El voto por unanimidad se requiere siempre que el Consejo toma una decisión de
importancia. Tales supuestos fueron sistematizados en un informe dirigido a la Asam-
blea Nacional francesa y lo componen cuatro apartados: 1. Actos que se. refieren al
desarrollo o al funcionamiento de la Comunidad; en el informe se enumeran 15 casos;
2. Actos relacionados con el funcionamiento de la Comunidad y cuya importancia políti-
ca hace necesario el acuerdo unánime de los miembros-, se prevé 20 casos. 3. Actos
que suponen un complemento al Tratado; 10 casos. 4. Actos que entrañan una modifi-
cación del Tratado, también en número de 10. En el Tratado OEEA, el número de casos
en los que se requiere la unanimidad es aproximadamente de 27 (11).

Una disposición que en algunos supuestos puede atenuar el rigor de las decisiones
por unanimidad es la contenida en el artículo 148 CEE infine: «Les abstentions des
membres présents ou representes ne font pas obstacle a l'adoption des déliberations du

(10) Savary: "Rapport á l'Assamblée Nationale sur les nouveaux traites européens», Doc. núm. 5.266.
(11) «Rapport'de M. July a I'Assemblée Nationale», Doc. 5.266, pág. 159-60. Es verdad que el voto

por unanimidad debía ser sustituido por el de la mayoría cualificada en ciertos casos,, al final de la
tercera etapa del período transitorio. Sin embargo, al aproximarse la fecha prevista (1 de enero de
1966), Francia, aprovechándose de la crisis del Mercado Común del 30 de junio de 1965 (sobre la
cuestión agrícola), arremetió contra tal disposición. El resultado fueron los Acuerdos de Luxemburgo,
de 30 de enero de 1966, en los que se estableció que, en el caso de decisiones susceptibles de tomarse
por mayoría, tras proposición de la Comisión y si concernían a intereses muy importantes de uno o
varios países miembros, -los miembros del Consejo se esforzarán, en un plazo razonable, en llegar
a soluciones que puedan ser adoptadas por todos los miembros del Consejo; dentro del respeto de
sus intereses mutuos y de los de la Comunidad, de acuerdo con el artículo 2 del' Tratado». La Delegación
francesa va más allá al exigir que, en tal hipótesis, «la discusión deberá proseguirse hasta que se halla
llegado a un acuerdo unánime». Ver, con más extensión, la obra dé E. Jouve: «La General De Gaulle
et la construction de l'Europe», París. 1967, T. I., pág. 451.
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Conseil qui requiérent l'unanimité». Esta regla representaba un cierto progreso con rela-
ción al Tratado CECA, puesto que éste exigía, en las mismas condiciones, el voto de
todos los miembros del Consejo. En este sentido, es exacta la afirmación de Sidjanski,
cuando dice que «la unanimidad es más nociva que el veto que, en su sentido original
exige una oposición expresa» (12). Sin embargo, él Tratado de fusión del 8 de abril de
1965 ha completado el artículo 28, parte 3 del Tratado CECA, introduciendo la fórmula
del Tratado CEE en su artículo 148 «in fine», cuando la unanimidad se requiera para la
aplicación de los artículos 21 (relativo al presupuesto) 32 y 32 bis (los miembros de la
nueva Comisión), 78 quinto (sobre las cuentas de la totalidad de los gastos administra-
tivos), 78 séptimo (el Consejo estatuyendo tras proposición de la Alta Autoridad) del Tra-
tado de fusión y los artículos 16, 20 parte 3, 28, parte 5 y 44 del Protocolo sobre el Esta-
tuto del Tribunal de Justicia comunitario (13). La abstención, tal como nos dice un
alto funcionario de la Comisión, no obstaculiza la adopción de las decisiones y esa es
una práctica «admitida» y que se ha desarrollado lentamente; el recurso a ella, en una
Comunidad ampliada, permitirá acelerar las decisiones y evitar un cierto número de «blo-
queos» (14).

B. Tratado CECA

El mecanismo de decisión del Consejo es, en este caso, en parte diferente. El Conse-
jo, que tiene como misión especial la de armonizar las medidas de política económica de
la Alta Autoridad con la de los Gobiernos nacionales (artículo 26, parte 1), lo que permite
a éstos fiscalizar las intervenciones de la Alta Autoridad participando al mismo tiempo
en el funcionamiento de la Comunidad, ve sus condiciones de voto definidas en el artícu-
lo 28. Su texto establece una primera distinción:

1. Casos en los que es necesario un dictamen favorable (avis conforme) del Consejo
para validar la proposición de la Alta Autoridad (15). El dictamen favorable se consigue
cuando: a) la votación reúne la mayoría absoluta, incluyendo en ella el voto de por lo
menos uno de los países que producen, como mínimo, el 1/6 (16,66 por 100) de la pro-
ducción total del carbón y del acero, es decir, de Francia o Alemania. Quiere esto
decir que sin el asenso de uno de estos países no será posible la decisión, pero que el
acuerdo entre ellos no logra imponerla, b) Si el Consejo no reúne la mayoría necesaria
y la Alta Autoridad mantiene su proposición, la nueva deliberación del Consejo se adquiere

(12) D. Sidjanski: «L'originalité des Communautés Européennes et la répartitlon de leurs pouvoirs-,
R. G. D. I. P., 1961, pág. 59, nota 14.

(13) Artículo 8, par. 2, letra b. Esta es la única novedad importante introducida por el Tratado de
fusión, en el sentido de que es la sola disposición que establece una cierta flexibilidad en los pro-
cedimientos rígidos de decisión del Consejo.

(14) Emil Noel: «Les problémes Institutionnels de la Communauté élargie». La Comunitá Interna-
zionale, 1972, núm. 2-3, pág. 309.

(15) El dictamen favorable, por unanimidad, se requiere todas las veces que la proposición de la
Alta Autoridad puede tener una incidencia profunda en la economía de los países miembros o sobrepasa
las atribuciones que se le han concedido, haciendo surgir obligaciones o derechos no previstos en el
Tratado (articulo 53, par. 1, letra b y 54, par. 2). Son los casos concretos de creación de mecanismos
financieros para la financiación de trabajos e instalaciones determinadas (artículos 98, par. 2, y 32, par. 4).
Debe tenerse en cuenta que el Tratado se sirve de varias denominaciones para definir el acuerdo del
Consejo: «autorización» (artículo 50, par. 2), "dictamen conforme» (articulo 66, par. 3), «acuerdo» (ar-
tículo 68, par. 5). Este carácter de co-dirección del Consejo se ejerce, en definitiva, siempre que la
política de la Alta Autoridad incida de forma más o menos considerable en campos diferentes al del
carbón y del acero. H. J. M. Houben, citando el informe de la Delegación francesa en este sentido.
• Les Conseils de Ministres des Communautés Europénnes», «Aspects Européens», Leyde, 1964, pág. 30.
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por el voto favorable de los dos Estados que producen el 1/6 de la producción total del
carbón y de acero comunitarios (16).

2. Cuando el Consejo toma una decisión por sí solo, salvo disposición en contra-
rio, las deliberaciones se deciden por mayoría absoluta, continuando vigente la condición
de que se cuente con el voto de Francia-o Alemania (17).

Se requiere un dictamen conforme calificado {avis conforme qualifié) es decir, mayo*
ría de dos tercios, en todas las cuestiones siguientes: a) deducciones que excedan la
tasa del 1 por 100 del valor medio de los productos (art. 50, parte 2); b) concesión de una
ayuda no reerñbolsable superior a la suma contributiva del Estado miembro (art. 56, le-
tra c); c) las sanciones contra un Estado miembro que no cumpla sus-obligaciones al fin
del plazo concedido o del recurso rechazado (art. 88) (18).

De todo lo anteriormente dicho, puede colegirse que el Consejo es, en las tres Comu-
nidades, el elemento motor. Pinto lo califica de órgano intergubernamental que se ins-
pira de los numerosísimos expertos de los diferentes departamentos ministeriales nacio-
nales (19) y Reuter de «órgano esencial, cualquiera que sea el equilibrio de las fuerzas
políticas» (20). Esta institución vital, que emplea dos mecanismos de decisión —suprana-
cional e interestatal— es, desde cualquier lado de que se le mire, eminentemente políti-
ca —o politizada— lo que, en muchas ocasiones, somete el interés de la Comunidad,
supranacional, al de los Estados, tantas veces cuanto se plantee una cuestión decisiva o
importante. Aunque en derecho sus atribuciones están previstas, para «armonizar la acción
de la Alta Autoridad (o de la Comisión) y las de los Gobiernos responsables de la poií-
tica económica general de los países» (arts. 26 CECA, 145 CEE y 115 CEEA), la realidad
es que la armonización de que se habla,'engloba la vida más sobresaliente de la Comuni-
dad, sus decisiones más importantes. Es tanto como afirmar que la técnica de la decisión
por unanimidad desplaza cualquier otro mecanismo de decisión, contradiciendo así los
principios generales programados en los Tratados. Como certeramente ha observado un
autor, la unanimidad es la regla preferida por el Consejo. Eso significa que, en cualquier

(16) El Tratado de la CECA prevé el 1/5 de la producción total, pero el Convenio franco-alemán de 27 de
octubre de 1956 rebajó el tope, al devolverse el Sarre a la República Federal Alemana, al 1/6, dejando así un
margen suficiente a las fluctuaciones de la producción francesa. El artículo 12 del acto de adhesión ha
modificado la forma, que la mayoría debe reunir ahora los votos de dos o tres de los miembros que re-
presentan, al menos, el 1/8 cada uno de la producción total comunitaria.

(17) Las excepciones devoran la regla general de la mayoría absoluta. Se exige unanimidad
en el Consejo en los múltiples casos previstos en Jos artículos 58 y 59 (situaciones de crisis o pe-
nurias, régimen de cuotas, preferencias en la utilización, etc.), 61 (fijación de los precios máximos y
mínimos), 81 (completar la lista de productos anexa al Tratado), 98 (admisión de nuevos Estados), 95
(atribución a la Alta Autoridad de nuevas competencias no previstas en el Tratado), 32 (modificación en
la composición de la Alta Autoridad); y artículo 12 del Tratado de fusión (rechazo de la sustitución de
un miembro- de la Alta Autoridad). Esta situación se ve reforzada por el hecho de que, en estos casos,
la disposición del artículo 28 del Tratado CECA, que exige que la unanimidad debe reunir el. voto de
todos los miembros del Consejo, continúa en vigor, según se desprende del artículo 8, part. 2, letra a,
del Tratado de fusión.

(18) La obtención del dictamen favorable calificado es, paradójicamente, más fácil que la del dic-
tamen favorable normal, puesto que la mayoría cualificada coincide con la simple (cinco votos), y la normal
necesita el voto ponderado (es decir, los votos de los países que producen —o produzcan en el futuro,
miembros o nuevos miembros— 1/8 de la producción total del carbón y del acero de la Comunidad).
Sin embargo, debe señalarse que el ejercicio del veto por medio de la" institución del voto ponderado,
no se concede a unos Estados nomlnalmente designados, confiriéndoles asi un estatuto especial, sino
que, al contrario, se ha atendido a un criterio económico, teniendo en cuenta la naturaleza de la Comu-
nidad, en la que quedan automáticamente incluidos todos los Estados miembros que lleguen a reunir
las condiciones exigidas por el Tratado. Ljubisavljevic: op. eit., pág. 114-115. Se evita, pues, el que el
Consejo quede paralizado, al no exigirse la unanimidad y se permite a éste el eludir las consecuencias
de un desacuerdo entre sus miembros más poderosos. Todo ello con las salvedades que pueda aportar
la ampliación de miembros en la Comunidad.

(19) R. Pinto: «Organisations Européennes-, París, 1963, pág. 267.
(20) P. Reuter: «Aspects de la CEE., R. M. C , 1958, pág. 315. .
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caso, sea cual fuere la mayoría prevista por los Tratados, el Consejo se esforzará en
tomar las decisiones con el asenso de todos sus miembros (21).

Economidés escribe que, a pesar de los enunciados generales del texto de los Tratados,
es el Consejo el llamado a ejecutarlos y que representa, en la Comunidad, el órgano más
importante (22). En el mismo sentido se expresa el Profesor Reuter hablando de los pa-
peles respectivos del Consejo y demás órganos comunitarios: en modo alguno es sufi-
ciente el atender a los textos (de los Tratados); es igualmente preciso el adivinar qué
uso hará la práctica y cuáles son las situaciones políticas que pueden originarse (23). Estas
palabras, escritas en 1958, apuntaban ya lo que, sin duda, iba a ocurrir: el nacimiento de
una fórmula de compromiso entre el órgano interestatal y los comunitarios, entre el Con-
sejo y la Comisión. Así, en la práctica, nos dice un gran conocedor de las Comunidades,
la función de co-dirección del Consejo se acentúa aún más por la forma en que, al mar-
gen de la letra de los Tratados, se realizan los contactos entre los órganos ejecutivos
y los Estados. En este orden de cosas, de una manera que el Tratado no había previsto,
se ha creado una práctica según la cual, la Alta Autoridad (y la Comisión) se esfuerzan
en armonizar el ejercicio de sus atribuciones autónomas con soluciones transnaclonales
susceptibles de elaborarse en el seno del Consejo (24). En los Tratados de Roma, más

(21) O. M.: Art. cit., pág. 642. El autor advierte que la solidaridad y la comprensión recíprocas
hacen que, cada vez más, los miembros del Consejo no se opongan a una decisión vivamente deseada
por la mayoría. Esto puede ser cierto en algunas ocasiones, pero no cuando se trate de una decisión
trascendental. Es muy presumible que el interés político prevalezca sobre la «solidaridad y la compren-
sión recíprocas». Tomemos un ejemplo: ¿cuál ha sido el resultado de la crisis del Mercado Común de
1965? Mientras el «acelerador comunitario» coincidía con los intereses de la economía francesa, el
Gobierno de este país ha ido aceptando los servicios de la Comisión a la que, sin embargo, miraba con
desconfianza e. incluso, con aversión. A partir de 1963, tai situación no ha cesado de empeorar. La
doctrina europea «gaullista» teme, ante todo, la creación de una especie de supergobierno europeo. Como
la Comisión, paulatinamente. Iba a contar con recursos propios, sustraídos de los Estados, y, sobre
todo, el Tratado de Roma prevé que. a partir de 1966. el órgano supremo de la Comunidad, el Consejo,
podía tomar decisiones importantes por mayoría, el Gobierno francés se mostró reacio a admitirlo, de
forma cada vez más vehemente. La alarma francesa cundió cuando, en 1965, la Comisión propuso una
aceleración en las etapas previstas y un aumento de los poderes de control de la Asamblea europea.
Así es que, aprovechando el conflicto sobre la política agrícola común, el Gobierno francés creó
una situación de ruptura que ponía en peligro, en la práctica, sino en derecho (quizá en los dos a la
vez), el papel de la Comisión y el de las nuevas reglas de votación en el Consejo. Únicamente Intere-
sado en la unión aduanera, el General De Gaulle parece que pretendía reducir la Comisión a una especie
de Secretaría General sin iniciativa propia y retardar, si fuera posible, sine die, la aplicación de las
disposiciones sobre el voto por mayoría en el Consejo. J'. Rovan: «L'Europe», París, 1966, págs. 221-222.
Todo esto es exacto. En lo que concierne al voto mayoritario a partir de la tercera etapa (1966), las
•advertencias- prodigadas por las autoridades francesas, que preludiaron los acuerdos de Luxemburgo
de enero de 1966, ratificaron en su día la exactitud de lo dicho. Así. Couve de Murville decía que
• nada puede reemplazar el entendimiento y la cooperación de los países», y en este sentido ha dicho
que... «la querella sobre la supranacionalldad es irrisoria, Incluso con la regla de la mayoría que debe
aplicarse en algunos años». En mayo de 1964, el ex Ministro de Asuntos Exteriores añadía: «cuando se
trata de cuestiones importantes y decisivas es vano pensar que puedan hacerse las cosas sin mediar un
acuerdo...». Por su lado, el señor Pompidou precisaba, el 15 de mayo de 1965: «... para el éxito del
Mercado Común, en ningún momento será posible la toma de decisiones vitales sobre puntos capitales en
contra de la voluntad de un Estado miembro». Por si quedara alguna duda, he aquí las palabras del
General De Gaulle, entre otras muchas: «Estamos ayudando a construir Europa, pero no siguiendo yo no
sé qué regla, qué sueño, qué Imaginaciones que no se fundan en las realidades de hoy»; «... si no
llegamos a acuerdos amigables, no habrá Mercado Común, y, por consiguiente, no habrá Europa». Docu-
mentos recogidos por E. Jouve, op. cit., T. I., págs. 437 y ss.

(22) C. Economidés: «Le pouvoir de decisión des Organisations Internationales européennes-, «As-
peets Européens», Leyde, 1964, pág. 36.

(23) R. Reuter: Art. ci»., pág. 312.
(24) H. J. M. Houben: Op. cit., págs. 44-45. Se citan varios ejemplos. La conclusión que saca el

autor es que «parece más exacto afirmar que la preocupación por asegurar en lo posible la influencia
de los Gobiernos nacionales en la política de la Comunidad... constituye la principal razón del régimen
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que en el de París, el Consejo decide, tras proposición de la Comisión, pero ello no sig-
nifica que la balanza penda del lado del órgano supranacional. Más adelante veremos el
resultado de este juego de fuerzas. La combinación de los intereses representados por
los dos órganos más importantes de la Comunidad —uno no pudiendo decidir en muchas
ocasiones sin la proposicióni del otro, pero pudiendo obligarle a proponer, y el otro sin
poder decisorio amplio, pero siendo dueño de la iniciativa de la decisión— está plas-
mada en el artículo 162: «Le Conseil et la Commission procédent / des consultations reci-
proques et organisent d'un commun accord les modalités de. leur collaboration».

Así que puede considerarse al Consejo como el órgano más importante de la Comu-
nidad, lo que no quiere decir el más comunitario. Cómo ha dicho P. Wigny hablando de la
CECA, el Consejo se halla bien al abrigo, refugiado en una trama jurídica aparentemente
inexpugnable (25).

En resumen, para lo que aquí nos interesa, puede afirmarse que el Consejo, que no
goza de un estatuto autónomo, emplea, sin embargo, un mecanismo supranacional todas
las veces que su decisión emana de una mayoría, sea simple o calificada. En los demás
casos —los más numerosos y los más importantes— el Consejo empleará una técnica
de dicisión diferente, la interestatal, que es más acorde a su naturaleza y misión.

b) La autonomía por et estatuto.

Una de las características fundamentales de las Comunidades Europeas, señalada por
todos los autores, es la de contar con un órgano estatutariamente independiente de, los
Estados miembros. Las facultades extraordinarias que le acompañan le sitúan a la cabeza
de los órganos representativos del interés comunitario. Institución supranacional por
.excelencia, constituye, sin lugar a dudas, la innovación más sobresaliente en el ámbito de
las relaciones internacionales institucionales (26). Es, sencillamente, la autonomía con
relación al medio de origen y a las diversas fuerzas de presión.

«Si llegamos a constituir un órgano, dice el Profesor Héraud que, por su estatuto
colectivo y el de sus miembros, se halle liberado de todo lado de dependencia de las
soberanías, ya sea frente a los pueblos, ya frente a los parlamentos y, sobre todo,
frente a los Gobiernos, tendremos la posibilidad de ver surgir determinadas normas que
manifiestan la autonomía de la voluntad de la sociedad compuesta (la Comunidad) frente
a las sociedades componentes (los Estados miembros) (27). Este órgano independiente
es la Comisión. Sus características esenciales son: a) una autonomía doble, orgánica
y funcional; b) representa a la Comunidad y no a los Estados; c) sus decisiones se toman
por mayoría; d) su independencia se halla garantizada en los Tratados por diversos
medios.

Ya en tiempos de la proposición Schumann, se abogaba por una Alta Autoridad com-
puesta de personas designadas por los Gobiernos sobre una base paritaria. Sin embargo,
como ello hubiera podido suponer una influencia demasiado directa de los Estados, se
optó por aumentar el número de puestos en la Alta Autoridad, con relación al de los
Estados miembros, evitando que aquélla fuese un fiel reflejo de éstos. Ello permitió
a los Gobiernos presentar una persona de su.elección, y, además, considerar las deman-

jurídico del Consejo..., la función de co-direcclón dada al Consejo ha tomado en la práctica un mayor
alcance, debido a que, en el ejercicio de sus atribuciones, la Alta Autoridad (y lo mismo puede decirse
de las Comisiones) pide el dictamen del Consejo, incluso en los casos en los que no está obligada»,
página 52.

(25) P. Wigny: Op. c¡t., pág. 34.
(26) Economidés: Op. cit., pág. 39.
(27) G. Héraud: Op. cit., pág. 13.
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das suplementarias de los Estados que representaban una producción más importante
de carbón y acero de la Comunidad (28). Esta fue la fórmula retenida en el artículo 9
del Tratado CECA, 157 CEE y 126 CEEA. El Tratado de fusión de 8 de abril de 1965, derogó
los citados artículos, estableciendo una sola Comisión que sustituye a la Alta Autoridad
del Tratado de París y a las Comisiones de los Tratados de Roma, aunque la disposición
pertinente del Tratado de fusión reproduce literalmente la contenida en los Tratados de
Roma:

«La Commission est composée de neuf membres choisis en raisor» de
leur compétence genérale et offrant toirtes garanties d'indépendance.

Les membres de la Commission exercent leurs fonctions en píeme
indépendance, dans l'intérét general des Communautés.

Dans l'accomplissement de leurs devoirs, ils ne sollicitent ni n'ac-
ceptent d'instructions d'aucun Gouvernement ni d'aucun organismo, lis
s'abstiennent de tout acte incompatible avec le caractére de leurs fonc-
tions. Chaqué Etat membre s'engage á ne pas chercher á influencer les
membres de la Commission dans l'exécutíon de leur tache.» (artícu-
lo 10, par. 1 y 2) (29).

Si añadimos, por un lado, la disposición del artículo 8 CECA, según la cual,

«La Haute Autoríté est chargée d'assurer la réalisation des objectifs
fixés par le présent Traite dans les conditions prévues par celui-ci»,

y, por otro, la del artículo 155 CEE por la que la Comisión.

«en vue d'assurer le fonctionnement et le développement du marché com-
murt...»,

es fácil comprender que este órgano detenta, sobre todo cuando se trata de la CECA, no
sólo la competencia para administrar y ejecutar, sino que se le confía la competencia
normativa de la Comunidad. Estamos ante uno de los rasgos más fundamentales de la
supranacionalidad: la dinámica normativa. Los Estados miembros se hallan sometidos a
las reglas de los Tratados establecidos por ellos mismos, pero, a su lado, van a verse
jurídicamente obligados por las decisiones emanadas de la Comunidad en virtud de sus
atribuciones. Esto supone el que los ejecutivos pueden y deben emplear las facultades
conferidas por los Tratados y proveer a los problemas y necesidades comunitarias por los
medios puestos a su disposición. El ejecutivo interviene cuando se lo ordena el Tratado,
pero también se halla obligado a hacerlo cuando lo considera oportuno o necesario (30).

Puede afirmarse, pues, que en el sistema institucional de las Comunidades Europeas
los ejecutivos ocupan una posición central, mientras que los demás órganos les sirven
de contrapeso, permitiéndose así la presencia y apoyo de todos los intereses nacionales

(28) B. Ljubisavljevic: Op. clt., pág. 101.
(29) La nueva Comisión —el nombre de «Alta Comisión Europea- propuesto por el Ministro holandés,

J. Luns, fue rechazado— ejerce los poderes y las competencias que le han sido concedidas, en las
condiciones previstas en los Tratados comunitarios y en el Tratado de fusión (artículo 9).

(30) Es decir, que, al lado de la limitación estática constituida por el Tratado, existe una limitación
dinámica, constituida por las normas elaboradas por la Organización: la competencia internacional de los
Estados miembros podrá sufrir las restricciones decididas por la Organización sin que sus miembros
deban celebrar nuevos tratados en este sentido. G. Héraud: Op. cit., pág. 7.
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y comunitarios (31). Todo ello ha hecho observar a un autor que «jamás hasta la fecha
había incumbido a los Estados obligaciones de tal género; tal vez haya existido de alguna
forma frente a la Administración o frente a la Secretaría de las Organizaciones Interna-
cionales, pero nunca con relación a un Consejo ejecutivo» (32).

c) La autonomía por la formación del órgano. '

Podemos preguntarnos si la autonomía por la formación del órgano es un criterio sufi-
ciente, por sí solo, para contener supranacionalidad. En estricta lógica, el procedimiento
de formación del órgano no garantiza su autonomía.

En el problema concreto de las Comunidades Europeas, tres formas son posibles en la
constitución del órgano: ;

a) Por la elección del pueblo comunitario (electores de la Comunidad).
b) Por designación de los Parlamentos nacionales de los países miembros.
c) Por nombramiento de los Gobiernos de los países miembros.

Es evidente que el procedimiento de formación que confiere el máximo de autono-
mía es el primero, en menos medida el segundo y muy problemáticamente el tercero.
Pero aún dentro de éste, cabe una subdivisión: las personas designadas por los Gobier-
nos lo serán cada una por un país determinado o por ellos en conjunto.

El primer caso no sería más que un fiel reflejo de los intereses nacionales. Sólo
el segundo puede proporcionar un colorido supranacional a un mecanismo de designación
que es el último en contener tal categoría. De esa forma, la persona elegida se considera
investida de la confianza de todos los Gobiernos (33).

El procedimiento empleado en las Comunidades es el último descrito. Antes del Tra-
tado de fusión, los nueve miembros que componían la Alta Autoridad eran designados,
ocho de ellos, por los Estados miembros por mayoría de 5/S y el noveno por cooptación,
es- decir, por los restantes componentes de la Alta Autoridad (34). En los Tratados de
Roma, no existía miembro cooptado y el total de ellos (nueve para la Comisión del Mer-
-cado Común, cinco para la de la CEEA) eran designados por los Estados miembros por
unanimidad. La nueva Comisión creada por el Tratado de fusión (art. 9) estaba com-
puesta, en un principio, por catorce miembros, que debían permanecer en funciones hasta
la entrada en vigor del Tratado de fusióni o, en todo caso, durante un período de tres años,
a contar desde la designación de los miembros (art. 32). Transcurrido el plazo, la Comi-
sión unificada se halla compuesta (desde mayo de 1970) de los nueve miembros previs-
tos en el artículo 10 del Tratado de fusión. Sin embargo, el número de sus componentes
puede ser modificado por el Consejo estatuyendo por unanimidad (art. 10, par. 2). En la
Comisión que se preveía con la entrada en la Comunidad de los nuevos Estados,
los cuatro grandes países tenían dos nacionales y los seis restantes uno sólo, con lo
que se volvía de nuevo a la Comisión de catorce miembros, que, al faltar Noruega, ha
quedado en Comisión de trece miembros. Su organización interna y la distribución de

(31) I. P. Soulé: «Comparaison entre les dispositions ¡nstitutlonnelles du Traite CECA et du Traite
CEE», R. M. C, 1958, pág. 95.

(32) P. Guggenheim: «Universalismo et régionalisme», Cours au Centre Universitaire de Nancy, 1953,
página 11.

(33) G. Héraud: Op. cit., pág. 16.
(34) En la primera designación, los miembros fueron elegidos por los Estados, por unanimidad,

empleándose el procedimiento mencionado a partir de la segunda designación. Hablando de la Comisión
de la CEE, Reuter dice que sus miembros son hombres políticos que debían tener un estatuto en con-
sonancia. Su designación no debe corresponder a los Gobiernos miembros, sino al órgano que puede
obligarles a dimitir: la Asamblea Europea. Art. cit., pág. 312.
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las responsabilidades entre los comisarios, va a originar problemas delicados en esta Comi-
sión ampliada (35). Las decisiones de la Comisión se toman por mayoría de los miembros
previstos en el artículo 10 (art. 17), es decir, por mayoría simple de todos los miembros.

Afirmado en principio el carácter supranacional de tales órganos y a pesar del hecho
de que sus miembros no son responsables más que ante la Asamblea Europea, debe
advertirse que la autonomía orgánica es un tanto relativa porque, por un lado, los Gobier-
nos participan de forma preponderante en la designación de los comisarios, y existe la
posibilidad de que el Consejo los reduzca, si bien ello requiere una decisión unánime
de este órgano, y puede solicitar del Tribunal de justicia comunitario que declare la dimi-
sión de todo miembro que deje de reunir las condiciones necesarias para el ejercicio,
de sus funciones o que haya cometido una falta grave (art. 13 del Tratado de fusión).
En este sentido, Petot califica la autonomía del «ejecutivo» de «hipótesis optimista» (36);
por otro lado, la censura parlamentaria (arts. 10 y 24 CECA, 144 CEE, derogados y susti-
tuidos por el artículo 27 del Tratado de fusión) origina la paradójica consecuencia de
poner a la comunidad totalmente en manos de los Estados, durante la «vacacio» (la adop-
ción de la censura parlamentaria obliga a la Comisión a disolverse) y aún después, puesto
que la designación subsiguiente es de la exclusiva competencia de éstos.

Una última cuestión, corolario de la anterior, es la de la duración del mandato. Por
varias razones, un mandato corto puede ser anticomunitario: los miembros, preocupados
en su reelección, querrán, ante todo, acumular el máximo de simpatías por parte de los
Estados miembros, su experiencia será exigua, sin que la Comunidad obtenga provecho
de su preparación y capacidad e, incluso, preocupados más de sus puestos, podrían
relegar a un segundo plano el interés comunitario. Los redactores del Tratado de París
previeron un mandato favorable, en este sentido, a la Comunidad: seis años, y los Tra-
tados de Roma, menos favorable, de cuatro años. El Tratado de fusión derogó tales dis-
posiciones y, reproduciendo literalmente el artículo 158 CEE, ha establecido un mandato
de cuatro años para los miembros de la Comisión unificada (art. 11).

Helios visto hasta aquí la importancia que supone para el mecanismo supranacional
el modo de formación del órgano y cómo su autonomía, en este caso prevista expresa-
mente en su estatuto, puede verse reforzada, desde el plano socio-político, por las ga-
rantías de composición, número, calificación, designación y duración del mandato de sus
miembros. Sin embargo, el modo de formación del órgano no puede ser, desde el punto de
vista jurídico, garantía suficiente de supranacionalidad, porque podría darse el sencillo
caso de un órgano formado del modo más supranacionat, pero con un estatuto depen-
diente que pusiera la decisión, prácticamente, en manos de otro. La decisión sólo es su-
pranacional cuando obliga a los que votan con ella y a los que se le oponen. Tal deci-
sión únicamente la garantiza, en la Comunidad, el órgano que decide, y cuando decide,
por mayoría (el Consejo) y el que cuenta con un estatuto independiente, o las dos cosas
a la vez (la Comisión).

No obstante, aunque en estas dos situaciones —decisión mayoritaria y estatuto inde-
pendiente— los Estados quedan jurídicamente obligados, incluso contra su voluntad, una
diferencia les separa: en el caso de la decisión supranacional por el procedimiento,
la sumisión normativa de los Estados ocurre sólo para la minoría, mientras que en el su-
puesto de una decisión del órgano estatutariamente independiente, los Estados obligados
en contra de su voluntad pueden, en rigor, serlo todos. En este sentido, escribe el Pro-
fesor Héraud, el órgano supranacional, que no es emanación de ningún Estado en particu-
lar, puede tomar decisiones que encuentren la hostilidad de los seis países juntos. Tal no

(35) E. Noel: Art. cit., pág. 306.
(36) J. Petot: «Des Communautés Européennes a la Fédération», R. G. D. I. P., 1960, pág. 351.
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puede ocurrir con el mecanismo autónomo por el procedimiento, porque sólo una minoría
de Estados puede ser normativamente obligada (37).

En el plano de la realidad, la diferencia es más profunda y, tal vez, más nefasta:
la decisión mayoritaria en el seno del órgano ¡ntergubernamental no garantiza el bien
comunitario. La mayoría puede obedecer a concesiones o contraprestacíones entre los
Gobiernos, más barnizadas de política que de interés comunitario. Unos apoyarán hoy
para verse apoyados mañana y así se dan decisiones que formalmente emanan de la
Comunidad, pero que prácticamente son una negación misma.

Por eso, únicamente el órgano independiente por su estatuto representa el bien co-
munitario y puede velar por él. Ese órgano, y sólo él, imprime el carácter progresista
y original de la Comunidad Europea, diferenciándola radicalmente de las restantes orga-
nizaciones internacionales.

Pero no seamos demasiado optimistas. De lo hasta aquí expuesto puede deducirse
una clara influencia de los Estados miembros en todo el proceso comunitario. Pese a
las declaraciones de los Tratados, la Comisión raramente toma una decisión sin que
se hayan sopesado los pros y los contras (lo que es lógico), las incidencias en orden
a lo político y, sobre todo, sin haberse asegurado el «consensus» del Consejo.

Así, en el caso de la CECA, aunque la Alta Autoridad dispone de una competencia
de decisión propia (38) debe, en gran número de supuestos, obtener el «dictamen fa-
vorable», el acuerdo o a la autorización del Consejo.

Corno dice un autor, los poderes de ¡a Alta Autoridad son extremadamente impor-
tantes, pero circunscritos en el ámbito de disposiciones muy precisas. En cierto modo,
puede afirmarse que existe ya en el Tratado como una transposición, al plano jurídico,
de las soluciones de naturaleza económica presentadas a los problemas que la CECA
tendría que resolver. De ahí que, si la Alta Autoridad aparece como la detentadora
principal del poder de decisión comunitario, no debe olvidarse que ese poder se ejerce
dentro del límite que le permiten unas competencias técnicas precisadas en el Tratado
y que, además, en múltiples casos, previstos también, ese poder de decisión debe
compartirlo con un órgano en el que su carácter intergubernamental es particularmente
acusado: el Consejo de Ministros (39).

Todo ello prueba que, aunque la facultad decisoria aparece más amplia en el órgano
supranacional —la Alta Autoridad—, existe más bien en el plano de los enunciados
jurídicos. En la mayoría de los casos, los más importantes, la realidad demuestra que
la decisión comunitaria es el resultado conjunto, negociado, de la Alta Autoridad y el
Consejo y que, en tales casos, la autonomía de la decisión ha tenido que someterse
a exigencias de naturaleza muy variada'

En lo que respecta a la CEE, el desequilibrio es más acusado. Aquí ya no es la
Comisión la encargada, como en el supuesto de la Alta Autoridad (40), de «garantizar
la realización de los objetivos fijados por el Tratado», sino que es el Consejo a quien
corresponde tal misión (art. 145). A pesar de que la Comisióni dispone de una compe-

(37) G. Héraud: Op. cit., en Cours a I' I. H. E. I., 1963-64, pág. 19.
(38) De manera general, la Alta Autoridad es competente para: organizar sus servicios, recoger y

difundir las informaciones sobre la vida de la Comunidad y de las empresas, establecer su política
Financiera, orientar la política de inversiones de las empresas, asegurar el normal funcionamiento del
mercado, autorizar ciertas derogaciones del Tratado (casos de -ententes, y concentraciones), sancionar
las contravenciones a las reglas del Tratado, etc. Ver con detalle P. Soulé: Art. cit., pág. 99.

(39) F. Cardis: •Federalismo et intégration européenne», Lausanne, 1964, pág. 180.
(40) A pesar de la creación de la Comisión única, el Tratado de fusión, cuando se ' refiere al

Tratado. CECA, continúa hablando de «Alta' Autoridad».
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tencia de decisión propia (41) totalmente excepcional, es el Consejo quien detenta el
poder general de decisión.

La razón es sencilla. Las reglas del Tratado CEE, más que precisar, generalizan.
Su texto se orienta en el sentido de establecer los grandes principios que deben en-
cuadrar la actividad comunitaria. En este «Tratado-Marco», como se le ha llamado, se
encierran directrices generales y se faculta a las instituciones comunitarias para ir
acoplando los problemas venideros a las soluciones pertinentes, todo dentro del espí-
ritu comunitario. De ahí que los redactores del Tratado no hayan querido abandonar
en manos de la Comisión, es decir, del órgano supranacional por excelencia, un con-
junto de facultades cuya importancia puede tener consecuencias profundas en los Es-
tados miembros. Era fundamental, pues, el asegurarse una fiscalización completa a
través del Consejo de Ministros. Por otro lado, las condiciones políticas, y las ideas,
en las que el Tratado fue concluido, eran muy diferentes a las que inspiraron- la crea-
ción del Tratado CECA (42).

Un paliativo a la omnipotencia del Consejo puede encontrarse en el derecho de
iniciativa de la Comisión. El hecho de que ésta disponga de un derecho de proposición,
sin el cual el Consejo no puede actuar en muchos casos, junto a que sea la encargada
de fiscalizar la ejecución de las decisiones del Consejo, ha llevado a algún autor, exce-
sivamente optimista, a afirmar que en el Tratado CEE hay como una participación «igual
del poder supremo comunitario entre la Comisión y el Consejo» (43).

Otros autores, en esta línea, encuentran que, en el plano de la realidad política,
el papel de la Comisión prevalece sobre el del Consejo: «ninguna duda es posible, el
derecho de proposición es el elemento político más Importante..., la balanza de poderes
parece más favorable a la Comisión...» y esto debido a que la Comisión «cuenta con
la enorme ventaja de disponer, por su permanencia y su situación central, de informes
y estudios que le aseguran una indiscutible superioridad; además, toma sus decisiones
por mayoría simple..., y sus proposiciones deberán ser adoptadas por el Consejo si
éste no llega a ponerse de acuerdo, por unanimidad, para adoptar otras» (44). Otro autor
hace residir la preponderancia de la Comisión, no en su valor político, sino en la im-
portancia jurídica de sus proposiciones. Estas no son «simples dictámenes o proyectos
de trabajo que el Consejo puede modificar a su gusto...; si quiere hacerlo, deberá ate-
nerse a la condición imperativa del artículo 149, es decir, la unanimidad...; cada vez
que la Comisión obtenga el voto favorable de un Estado, aunque sea el más pequeño
—Luxemburgo, con sus 300.000 habitantes—, el Consejo no podrá modificar la propo-
sición de la Comisión» (45).

(41) Aparta la misión de la Comisión, definida en el articulo 155, ésta tiene un poder de decisión
propio, muy limitado, y casi siempre en el marco general fijado por el Consejo: establece disposiciones
tendentes a facilitar la supresión de las barreras aduaneras entre los miembros (sin objeto desde el
1 de julio de 1968, en que se estableció la unión aduanera de los miembros de la Comunidad, y, en
consecuencia, la Tarifa Exterior Común de la Comunidad), dicta reglas de circulación de los productos,
interviene en la ejecución de diversas cláusulas de salvaguardia previstas en el Tratado, en la admi-
nistración del Fondo Social Europeo y del Fondo de Desarrollo de los Territorios de Ultramar. P. Soulé:
Articulo cit., pág. 99.

(42) Existe una abundante bibliografía sobre el particular. Citamos algunos de los más Importantes:
A. Albonetti: .La Préhistoire des Etats-Unis d'Europe.. París, 1963. Brugmans: «L'idée européenne (1918-
1965), Bruges. 1965. Lecerf: •Histoire de l'Unité Européenne», París, 1965. Jouve: Op. cit. Reuter: 'Or-
ganisations Européennes». París, 1965. Rovan: • L'Europe», París. 1966. Pinto: «Les Organisations Euro-
pénnes», París. 1963. Cartou: -Organisations Européennes». Paris. 1965. Catalano: Op. cit. A. Truyol: «La
Integración europea. Idea y realidad», Madrid 1972. Y numerosos artículos y publicaciones en revistas
especializadas.

(43) L. Cartou: -Le Marché Commun et le droit public». París, 1959, pág. 48.
(44) P. Reuter: Art. cit., pág. 313.
(45) L. Constantinesco: Art. cit. Anuario Uruguayo de Derecho Internacional. 1965-66, pág. 62.
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Nosotros, a la vista del Tratado y de su tónica general, no podemos suscribirnos
a esta dirección. Es cierto que el derecho de proposición de lá Comisión es un ele-
mento de capital importancia que pone en sus manos, en cierto modo, el manejo de
la vida comunitaria. Pero más exacto es afirmar, con Sidjanski, que este papel «discreto,
pero importante», de la Comisión persigue un doble objetivo: reforzar la acción comu-
nitaria y proteger a los Estados. Es un mecanismo de garantía contra la coalición de
ciertos intereses nacionales y contra la presión que ellos podrían ejercer en la deci-
sión de los Consejos [46). No olvidemos que esta presión puede —y de hecho, existe—
darse en la. proposición de la Comisión. El propio Constantinesco admite que la pro-
posición «no puede ser aceptada más que si cada Estado tiene la certeza de que todos
los intereses han sido examinados con el mayor cuidado y que la solución propuesta
no considera menos sus intereses que los de la Comunidad (47). Y el más convencido
defensor de la preponderancia de la Comisión, el profesor Reuter, no puede por menos
que aceptar que sean variadísimas las «astucias de procedimiento por las cuales las
fuerzas políticas, a pesar de todo^ los mecanismos jurídicos, consiguen dar la medida
de su peso real. Incapaz de ponerse de acuerdo unánimemente para otras soluciones
que las propuestas por la Comisión, el Consejo no adoptará, tal vez, éstas: Por mayo-
ría simple irá aplazando el debate hasta, que haya obtenido, con regateos y manipula-
ciones repetidas, una cierta satisfacción...» (48).

Por otra parte, el derecho de proposición de la Comisión no es tan absoluto, por-
que, aunque se prevea el dinamismo de ésta, el Consejo «peut demander a la Com-
mission de proceder a toutes études qu'il juge opportunes pour la réalisation des
objectifs communs, et de lui soumettre toutes propositions appropriées» (art. 152 CEE,
122 CEEA).

Además, una vez presentada la proposición, el Consejo puede aceptarla, es verdad,
por mayoría de cuarenta y un votos entre cincuenta y ocho, pero puede también re-
chazarla (49), lógicamente cuando no se reúnan los cuarenta y un votos, lo que se
presta a diferentes combinaciones, la primera, que se opongan dos de los grandes
países.

Es, pues, el Consejo quien decide. La iniciativa de la decisión corresponde a la
Comisión, pero sólo será viable cuando haya tenido en cuenta, al menos, los inte-
reses de los Estados que reúnen la mayoría en el Consejo, que puede que no coin-
cida siempre con los comunitarios.

De todas formas, de las varias tendencias que se enfrentan en el seno de las
Comunidades, sólo una está en medida de ejercer una presión efectiva y, tal vez, de
imponerse. El funcionamiento real de las tres Comunidades muestra cuál es el órgano
que en verdad gobierna. Y ése no es uno de los grandes misterios de la Comunidad.

Los demás órganos comunitarios.

Las Comunidades Europeas poseen, además del Consejo y la Comisión, tres órganos
estatutariamente independientes de los Estados: la Asamblea Parlamentaria Europea,
el Tribunal de Justicia, el Comité Consultivo de la CECA y el Comité Económico y
Social, éste último común a la CEE y la CEEA. De ellos, sólo la Asamblea es de
interés, en ciertos aspectos, para el problema que nos ocupa (50).

C46) D. Sidjanski: Art. cit., pág. 92-93.
(47) L. Constantinesco: Art. cit., pág. 62.
(48) P. Reuter: Art. cit., pág. 313.
(49) Más adelante estudiamos este importante problema de forma más detallada.
(50) El articulo 22 del Tratado de fusión ha creado una nueva «Comisión de control de las Comuni-

dades Europeas», que sustituye a la que existía para cada una de las tres Comunidades, pero que ejerce
sus poderes y competencia según las disposiciones pertinentes de los Tratados de París y Roma.
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La Asamblea Europea (51), cuya sede se encuentra en Estrasburgo, está compuesta
por los «representantes de los pueblos de la Comunidad», elegidos por y de entre
los miembros de los seis Parlamentos respectivos, según el procedimiento fijado por
cada Estado miembro, a razón de 36 representantes para cada uno de los tres grandes
países, 14 para Bélgica y Holanda respectivamente y 6 para Luxemburgo, lo que da
una composición de 142 representantes. Con la ampliación de la Comunidad a nueve
Estados, la Asamblea amplia sus efectivos: 36 parlamentarios para cada uno de los
cuatro grandes países, 10 para Dinamarca e Irlanda, 14 para Bélgica y los Países Bajos,
y 6 para Luxemburgo, lo que hace un total de 198 parlamentarios. Rasgo carac-
terístico de la Asamblea es la solidaridad ideológica de sus miembros: no existen
«grupos nacionales», solución que sería antieuropea, sino que se agrupan por afini-
dades o convicciones políticas: demócratas-cristianos, socialistas, liberales y demó-
cratas-europeos, este último partido compuesto, al parecer, exclusivamente de parla-
mentarios franceses (gaullistas). El «Parlamento» europeo es, desde lejos, el órgano
más progresista en la integración europea. No desaprovecha ocasión para impulsarla
con todos sus medios, pero la ausencia de un poder de decisión «supranacional» hace
que, mientras continúe su situación actual, su interés sea relativo. Su principal poder
—el único— es de fiscalizar la actividad de la Comisión (no la del Consejo), pudiendo,
como ya hemos señalado, aprobar una «moción de censura», que obliga a la Comisión
a dimitir, por mayoría de dos tercios (52). Pero, en realidad, este poder de la Asam-
blea, si bien existe efectivamente, jamás ha sido utilizado, y puede pensarse, lógica-
mente, que jamás lo utilice, por lo menos en las circunstancias actuales: la disolución
de la Comisión pondría a las Comunidades en manos de los Estados hasta que se
proveyera a la nueva designación, y el peligro es grande, puesto que los Tratados
nada han previsto en lo que concierne al plazo límite para la provisión en tal even-
tualidad. De ahí que el Parlamento no pueda imponer una determinada dirección po-
lítica a los miembros del «ejecutivo» comunitario por el camino de la censura parla-
mentaria, y de ahí que jamás haya utilizado tal derecho. Este puede ser uno de los
casos excepcionales en los que un mecanismo supranacional, en lugar de impulsar
a las Comunidades, juega, por el contrario, en favor de las soberanías concurrentes.

En materia tan importante como la presupuestaria, el artículo 21 del tratado de
fusión ha unificado, por transcripción literal del artículo 203 CEE, el procedimiento

(51) Según una Resolución de 20 de marzo de 1962, la Asamblea decidió llamarse en adelante
•Parlamento Europeo.. Sin embargo, Francia y los medios •gaulMstas», rechazan el suscribirse a esta
denominación, fundándose en que una institución de la Comunidad no puede cambiar su nombre si éste
se halla fijado por el Tratado. Aprovechan, además, esta situación para desacreditar a la Asamblea:
Mlchel Debré pretende que este órgano está desprovisto de legitimidad porque no es representativo. Dice
que. por ejemplo. Luxemburgo. menos poblado que el Departamento francés de l'Indre-et-LoIre, está re-
presentado por seis diputados, mientras que Francia sólo tiene treinta y seis. Por otra parte, la Asam-
blea no se halla en medida de aprobar una ley por mayoría, y, aunque lo fuera, le sería imposible el
hacer aplicar una tal decisión por un país recalcitrante. El General De Gaulle aporta el golpe bajo;
«¿Oué representarla una asamblea supranacional situada en Estrasburgo, desprovista de influencia real
sobre los Intereses de París. Roma o Bruselas? A nada conducirla. No podemos Imaginar un parecido
"trasto" en el que tecnócratas reclutados por cooptación, harían la ley desde sus despachos. Pueden
hacerse discursos sobre la Europa supranacional. Eso no es nada difícil. Mucho más fácil es el ser un
"Jean-foutre"«. Según el «Dictionnalre alphabétique et analogique de la Langue Francalse». el término
•Jean-foutre. significa nombre masculino del siglo XVIII: personaje despreciable, inútil. Se dice, espe-
cialmente, de aquel que no toma en serio lo que hace y con el que no puede contarse. Documentos
citados por E. Jouve: Op. cit., págs. 274-275.

(52) Según el Tratado de fusión, -L'Assemblée saisle d'une motion de censure sur la gestión de la
Haute Autorité, ne peut se prononcer sur cette motion que trois jours au molns aprés son dépdt et par
un scrutin public- (artículo 27, par. 2). Como es norma general de este Tratado, se reproducen literal-
mente las disposiciones correspondientes del Tratado CEE (artículo 144).
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de elaboración y aprobación del presupuesto comunitario. En él, la participación .del
Parlamento era más bien ficticia, por cuanto su derecho a proponer modificaciones al
proyecto en nada obligaba al Consejo, que, en cualquier circunstancia, es quien decide
definitivamente, por mayoría cualificada, la aprobación del presupuesto. Sin embargo,
el tratado «presupuestario» de 22 de abril de 1970 introduce la participación del Parla-
mento en dos períodos, reformando sus poderes paralelamente a la competencia con-
cedida a la Comunidad para obtener recursos financieros propios: en el primero, que
llega hasta el 1 de enero de 1975, si el Parlamento ve matizado favorablemente su
derecho de modificación (art. 8), el Consejo se reserva el poder de decisión final (por
mayoría cualificada); en el segundo período, el definitivo, los poderes del> Parlamento
varían según se trate de la partida de «gastos que se desprenden obligatoriamente del
tratado o de los actos adoptados en virtud de éste» y la partida de gastos por los demás
conceptos. En el primer supuesto, el Parlamento puede, por mayoría simple de los votos
emitidos, proponer «modificaciones» (modifications) al proyecto de presupuesto que le
presenta el Consejo, quien, a su vez, estatuye, por mayoría cualificada, sobre las pro-
puestas del Parlamento. En el segundo supuesto, el Parlamento puede «enmendar»
(amender), por mayoría de los miembros que lo componen, el proyecto, en los límites
de la tasa máxima de aumento establecida por la Comisión (con las excepciones pre-
vistas en el artículo 4, párrafo 8). El Consejo puede, todavía, modificar las enmiendas,
por mayoría cualificada, pero es el Parlamento quien se pronuncia definitivamente, por
mayoría de sus componentes y las 3/5 partes de los sufragios emitidos, sobre las
modificaciones del Consejo (53).

II. EL PODER COMUNITARIO DE DECISIÓN.

En el ámbito de las Comunidades Europeas, los órganos facultados para tomar deci-,
siones, dejando a un lado el Tribunal de Justicia, son el Consejo y la Comisión. La de-
cisión es un concepto que, en el marco de los Tratados de París y Roma, no presenta
mayores dificultades, ya que su contenido se halla perfectamente definido (54). El grado
de poder decisorio varía según el Tratado de que se trate. En la CECA, las apariencias
conceden el primer puesto al órgano supranacional, la Alta Autoridad, mientras que en
los Tratados de Roma, la primacía pertenece, sin duda alguna, al órgano interguberna-
mental: el Consejo (55).

Consideremos el Tratado CECA:

El Consejo de Ministros toma decisiones y emite dictámenes conformes (avis con-
formes). En este último caso, el Consejo absorbe el poder de decisión de la Alta Auto-
ridad (o, en términos actuales, de la Comisión), porque ésta debe ceñirse obligatoria-
mente al dictamen del Consejo. Es el caso de la competencia reglada.

La Alta Autoridad cuenta con varias formas de intervención, cada una de ellas con
un efecto variable:

a) las decisiones, que obligan en todos sus elementos, es decir, en cuanto al fin
que se proponen y en cuanto a los medios para alcanzarlo;

(53) Ver, de forma detallada, J.-P. Jacqué et G. Knaub: «Parlement Européen- (1er. AoOt 1969-1er. Aoüt
1970). R. T. D. E., 1970, págs. 675 y ss.

(54) Sobre el concepto de decisión, ver P. Economidés: «Le pouvoir de decisión des Organisatlons
Internationales Européennes», «Aspects Européens», Leyde, 1964, pág. 24 y ss.

(55) Artículos 8 y 26, CECA, y 145 y 155. CEE.
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b) las recomendaciones, que obligan en cuanto al fin, pero dejan libertad al desti-
natario en cuanto a la elección de los medios;

c) los dictámenes, que no establecen obligación alguna.

En los Tratados de Roma, los artículos 189 CEE y 161 CEEA son idénticos. Se esta-
blecen cinco formas de intervención:

a) reglamento; es el acto comunitario por excelencia. El reglamento es de alcance
general y obligatorio en todos sus elementos [fin y medio), y crea inmediatamente dere-
chos y obligaciones en el interior del territorio comunitario, para todos sus sujetos (56);

b) decisiones, obligatorias en cuanto al fin y los medios. Son individuales, obligan-
do sólo a sus destinatarios, que son, lógicamente, nominalmente designados;

c) directrices, que obligan únicamente en cuanto a su fin. Corresponden a las
«recomendaciones» de la CECA;

d) recomendaciones y dictámenes, de contenido no obligatorio.

Una última forma de intervención, esta vez exclusiva de la Comisión, son las propo-
siciones, que se dirigen al Consejo, y que le obligan a deliberar, pero no a aceptar o a
decidir en un sentido determinado y que, en consecuencia, pueden quedar en nada.

Para que las intervenciones de cualesquiera de los órganos citados que están llama-
das a producir efectos jurídicos, alcancen la plenitud de validez, deben cumplir con el
requisito formal de su publicación en el «Journal Officiel» de las Comunidades (artícu-
los 15 CECA, 191 CEE y 163 CEEA) (57).

Lo que aquí nos interesa es comprobar que, de una forma u otra, existe un meca-
nismo autónomo que, en uno y otro órgano, va acompañado de la segunda condición
de la supranacionalidad: el poder de decisión (58).

Ahora bien, si la decisión supone el procedimiento de intervención de un órgano
en el marco de sus competencias, debe aún conocerse el alcance final de la decisión,
es decir, debe resolverse el problema de la competencia discrecional y reglada.

Cuando el órgano está obligado a decidir en cierta situación y sólo cuando con-
curren determinadas circunstancias o se dan las condiciones previstas y, además, el
órgano no posee libertad de elección en el contenido ds su decisión, sino que se halla
constreñido a decidir en un determinado sentido, es lícito suponer que tal decisión
no lo es en realidad, porque ella se limita a reproducir obligatoriamente una estipula-
ción del Tratado o una decisión tomada ya por otro órgano que, en esa materia y para
ese caso, le es superior. Esa decisión no puede ser, a nuestro juicio, considerada
como resultante de un mecanismo supranacional, porque en realidad sólo representa
la parte formal de la verdadera decisión, que ya ha sido tomada por otro órgano.

(56) Los órganos comunitarios no gozan de un poder reglamentario general, sino de la facultad de
desarrollar, mediante reglamentos, los principios y particularidades de los Tratados. El articulado de los
tres Tratados lo prueba suficientemente. Ver, en este sentido, P. Pescatore: «Les aspects fonctionnels de
la CEE: aspects juridiques du Marché Commun», Col loque á la Faculté de Droit de Liége, 1958, pág. 65.

(57) Una vez publicados, los actos dirigidos a los particulares que imponen una obligación pecuniaria,
poseen fuerza ejecutoria, que debe ser asegurada por el procedimiento interno del Estado, de que so
trate, sin más control que el de la comprobación de la autenticidad de la disposición (artículos 92.
CECA. 192, CEE, 83, CEEA).

(58) Fuera del plano jurídico, los autores subrayan la Importancia de ciertas actividades de los
órganos comunitarios que, no siendo decisiones o Intervenciones obligatorias, revisten un especial in-
terés, e, incluso, producen, en muchos casos, consecuencias en el plano sociopolítico. Nos referimos
a toda la serie de estudios, análisis, informaciones, programas y previsiones elaboradas por la Comi-
sión, que, según los técnicos y economistas, causan un verdadero impacto psicológico y una influencia
socioeconómica en toda la vida de la Comunidad y, en especial, en el ámbito de los productores, con-
sumidores y medios Interesados.
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Un ejemplo claro de competencia reglada era, entre otros, los artículos 14 y 16, CEE:

«... la premiére réduction (des droits de douane) est effectuée un an aprés
l'entrée en vigueur du présent traite: la deuxiéme, dix-huit mois aprés la
precedente; une troisiéme réduction est opérée un an plus tard.» (Art. 14.)

«Les états memores supprimerrt entre eux, au plus tard á la fin de la premié-
re étape, les droits de douane á l'exportation et les taxes d'effet équíva-
lent.» (Art. 16.)

Está claro que, en estos casos, el órgano competente para ejecutar el tratado no
disponía ni de la elección del momento ni del contenido de su decisión puesto que de-
bía limitarse a conceder lo expresamente previsto por el Tratado. Esta era de la serie
de decisiones que ejecutan un calendario preestablecido y que, por no ser autónomo,
no es supranacional.

Existe una situación similar a la anterior: es el caso en el que una decisión del
órgano supranacional recubre otra tomada a través del mecanismo ¡nterestatal, de tal
forma que la primera se limita a transcribir la segunda. Los ejemplos pueden ser todos
aquellos supuestos, numerosos en los Tratados de Roma, en los que la Comisión está
obligada a hacer suya una decisión tomada por unanimidad por el Consejo. La «decisión»
de la Comisión no puede apartarse ni modificar la del Consejo, por lo que aquélla
no dispone de opción, ni, por tanto, tiene responsabilidad por ella.

Así, todas las veces que el órgano firma al pie de una decisión que no es más
que la copia de una regla impuesta, de nada sirve que el órgano represente un meca-
nismo autónomo o que se halle investido de un derecho formal de decisión. Su decisión
no es tal, porque se limita a reproducir obligatoriamente lo que ya ha sido decidido
por otro (59).

No puede desconocerse, en contrapartida, un caso, citado anteriormente, en el que
el mecanismo interestatal frene efectos «constructivos» que juegan en favor de la su-
pranacionalidad: es el previsto en el artículo 149 CEE y 119 CEEA:

«Lorsque en vertu du présent traite, un acte du Conseil est pris sur propo-
sition de la Commission, le Conseil ne peut prendre un acte constituant amen-
dement de la proposition que statuant á l'unanimité. (Párrafo 1.)

•Es decir, la proposición supranacional sólo puede ser modificada según la técnica
interestatal, lo que significa que todos los miembros del Consejo deben ponerse de
acuerdo para modificar ila proposición. En este caso insólito, la norma general se tras-
toca en favor del órgano comunitario: la decisión final, caso de no reunirse unanimi-
dad en el Consejo, será una decisión formal de éste, pero en realidad emanará de la
Comisión. La proposición hecha al Consejo tendrá que ser de naturaleza tan audaz

(59) Antes del Tratado de fusión existía un caso excepcional en el que un órgano estatutariamente
independiente, pero de competencia reglada, contaba, en esta ocasión, con una facultad discrecional e
incluso de un cierto poder político: el Tribunal de Justicia. Sabemos que el noveno miembro de la
Alta Autoridad se nombraba por cooptación. Sin embargo, cuando se trataba de un nombramiento in-
dividual, los Estados tenían un derecho de veto utilizable sobre dos nombres y, si de una renova-
ción general o bienal, el veto podía utilizarse sobre cuatro personas. Pues bien, el Tribunal estaba
facultado para decidir, a petición de uno de los Estados miembros, si la utilización del derecho de
veto era correcta o abusiva y, en este último supuesto, declararlo nulo (artículo 10, últimos párrafos).
En este caso, el Tribunal era libre para apreciar si existía o no ejercicio abusivo del derecho del Esta-
do y sólo él podía decidir en qué situación y cuándo se daba tal abuso. La decisión sale así del
campo reglado- y se traduce en competencia discrecional, de clara incidencia política.
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que influya desfavorablemente en todos sus miembros, porque de lo contrario, el veto
de uno sólo de ellos dejará expedito el paso a la proposición.

Sin embargo, esto no es tan sencillo como pudiera creerse. Lo que acabamos de
señalar se refiere a la modificación de la preposición, no a su aceptación por el Con-
sejo. Por el juego del artículo 148 CEE, la proposición de la Comisión requiere, según
la nueva ponderación establecida con la ampliación, la mayoría de cuarenta y un votos
entre cincuenta y ocho para ser aprobada, lo que evidentemente significa que la propo-
sición no se acepta si no reúne tal mayoría. En el supuesto de ocho países que quieren
modificar la proposición y uno sólo se opone, ésta no será modificada, pero tampoco
aceptada, porque es lícito suponer que cuando ocho países quieren modificar es porque
no aceptan la proposición tal como se presenta.

Pero esto es sólo desde el punto de vista del Tratado, es decir, desde el plano
jurídico. En la práctica, en el proceso de elaboración real de la proposición, el derecho
de iniciativa de la Comisión sufre nuevos ataques que incluso llegan a escamotearlo.
Nos permitimos detenernos un tanto sobre esta cuestión, ya que se trata del eje
esencial de la vida de la Comunidad y que, en definitiva, traduce el grado de autono-
mía de las decisiones cruciales comunitarias.

El mecanismo de elaboración de la decisión final es el siguiente: la Comisión esta-
blece una proposición y la somete al Consejo: según casos, el Comité Económico y
Social o la Asamblea deben formular un dictamen sobre la proposición. Por último, el
Consejo decide. Cuando la Asamblea ha sido consultada, la Comisión puede modificar
su proposición si el Consejo no ha decidido todavía sobre ella. (Art. 149, par. 2.)

Ya en un principio, la Comisión sabe que no se trata solamente de elaborar una
proposición, sino que debe conseguir que ésta se acepte. Para ello, antes de decidirse
por una materia o una solución determinada, es necesario que la Comisión pulse y
conozca los intereses y las intenciones de los interesados y, especialmente, de los
Gobiernos, puesto que, a la fin y a la postre, el Consejo es quien decide en última ins-
tancia. De ahí que la colaboración entre los servicios de la Comisión y los de los
Gobiernos, en este primer estadio de la elaboración, alcance cifras muy elevadas (60).
Por otro lado, las proposiciones de la Comisión pueden tener un contenido técnico o un
matiz mucho más político y, según uno u otro, la estrategia de la Comisión puede ser
diferente (61). En el primer supuesto, la proposición de la Comisión, antes de presen-
tarse al Consejo, ha recibido ya la adhesión de los Gobiernos, adhesión obtenida a tra-
vés de una larga negociación entre la instancia comunitaria y las nacionales en el período
de elaboración (62). En el segundo caso, la Comisión, por regla general, toma el camino
más fácil: el de la negociación con los Gobiernos,, aunque ello no esfuma la responsa-
bilidad de la Comisión en cuanto a la elección final, sobre todo cuando, tras los con-
tactos con los Gobiernos, se ponen de manifiesto las divergencias entre ambas ins-
tancias. Sólo si la Comisión acepta su papel de conciliadora entre los diferentes inte-

(60) En 1964, por ejemplo, se organizaron más de 1.300 reuniones entre expertos nacionales y comu-
nitarios con el fin de elaborar diferentes proposiciones. Citado por el Secretario general de la Comisión,
E. Noel: «Doc. de la Communauté Européenne» número 38 (noviembre de 1966), página 9. Estas re-
uniones fueron criticadas por la Asamblea, que estimaba que tal colaboración conduela Inevitable-
mente a la creación de compromisos poco •comunitarios- entre la Comisión y los Gobiernos, aún antes
de que la proposición existieran como tal. Ver Deringer: «Rapport sur le 5éme rapport general», doc. de
séance numero 74, sessirin 1962-63, págs. 38-39.

(61) Noél-Etienne: •Rapport presenté au Colloque de Lyon- (11-12 novembre 1966). pág. 18 y ss. Cita-
do por K. van Miert: «Les aspeets politiques de la pratique du droit de proposition de la Commission
des Communautés Européennes-. Chr. de P. E. 1969-2. pág. 210.

(62) Ver el magnífico y completo estudio de K. van Miert: Art. clt., pág. 205 y ss.
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reses nacionales, podrán evitarse las dificultades en la aceptación de sus proposi-
ciones (63].

Pero ¿qué ocurre si el Consejo no reúne en su seno los votos suficientes para
aprobar la proposición ni la unanimidad para modificarla? La práctica de la Comisión es,
en ese caso, operar modificaciones sustanciales en su propia proposición, con el fin de
hacerla aceptable por el Consejo, porque si la Comisión mantuviera su posición en aque-
llas condiciones, sólo cabrían dos salidas: el Consejo no puede reunir la unanimidad
para enmendarla y, en ese caso, se crea una tensión entre las instituciones que re-
percute inmediatamente en la Comunidad y en el proceso de integración o, por el
contrario, el Consejo consigue pronunciarse por unanimidad y, en ese caso la propo-
sición se modifica por el propio Consejo y, esta vez, muy verosímilmente, con un
alcance considerable, hasta el punto de que pudiera constituir, o un compromiso obte-
nido por una, o varias, de las delegaciones nacionales, o, incluso, un contraproyecto,
elaborado por el Comité de Representantes permanentes (64). En tal caso, nos hallaría-
mos ante el aniquilamiento del derecho de proposición de la Comisión y, si llegara
a aceptarse una proposición elaborada en tal forma, la prerrogativa jurídica del órgano
supranacional sería más bien teórica (65).

En esta línea de conducta, conviene mencionar una práctica según la cual, el Presi-
dente en ejercicio del Consejo propone una solución de compromiso en los supuestos
en los que las deliberaciones se encuentran en un callejón sin salida y la Comisión,
por su parte, estima que ya ha hecho suficientes concesiones. Así, por ejemplo, en ¡os
debates sobre la organización del mercado común de los productos lácteos y la carne
bovina, el Presidente tuvo que arbitrar un compromiso entre ambas instancias, des-
pués de que el señor Mansholt, en nombre de la Comisión, hubiera modificado varias
veces la proposición inicial y, a pesar de todo, no se atisbaba acuerdo alguno entre
las partes. Sólo a partir del texto de compromiso propuesto por el Presidente del Con-
sejo pudo llegarse al acuerdo (66).

Por otra parte, la elección del momento en que la Comisión considera oportuna la

(63) «Avis de la Commission au Conseil concernant les demandes d'adhesion du Royaume-Uni, de
l'lrlande, du Danemark et de la Norvége». Supplément au Bulletin de la CEE núm. 11 [1967), pág. 13
(punto 15).

(64) El Comité de Representantes Permanentes (COREPER) creado por el Reglamento interior del
Consejo, en virtud de los artículos 151 CEE y 121 CEEA, es un órgano permanente de carácter diplo-
mático, encargado de preparar las sesiones del Consejo y que lo sustituye interinamente entre los perío-
dos de sesiones. Cada miembro, nombrado por su país, «es el servidor, el ojo y el oído de su Gobier-
no». Le incumbe también el estudiar las proposiciones de la Comisión con el fin de agrupar los pun-
tos de acuerdo y desacuerdo con el Consejo. Su papel se ha desarrollado de tal forma que el Parlamento
europeo, en una de sus resoluciones (de 5-11-1966. «Journal Officiel des C. E.> núm. 201. pág. 3.465)
indicó a la Comisión que, en el caso de desacuerdo relativo a sus proposiciones, era preferible que las
modificara ella misma antes de que el Comité elaborara nuevas propuestas en tal sentido. A partir
de los acuerdos de Luxemburgo de 1966, el COREPER se convirtió en un órgano parangonable, en cierto
modo, a la Comisión, lo que Indujo al Profesor Pescatore a calificarlo de «anti-Comision». Ver sobre el
particular: J. van der Meulen: «La Commission de Coordination, le Comité des Représentants Permanents
et le Secrétariat General des Conseils», en «Droit des Communautés Européennes». Les Nouvelles. Bruxelles,
1969, pág. 243, point 694; K. van Miert: Art. cit., pág. 213.

(65) Así se han aprobado diversas propuestas a partir de 1958. Ver el Informe del secretario general
de la Comisión, E. Noel: «Le Comité des Représentants Permanents» (Institut d'Etudes Européens), Bruxelles
(Avril 1966), págs. 40-42, citado por K. van Miert: Art. cit., pág. 213.

(66) K. van Miert: Art. cit., pág. 214; M. Langrange: «Le pouvolr de decisión dans les Communautés Euro-
péennes: théorle et réalité». R. T. D. E., 1967, págs. 22 y ss. Alting von Geusau: «Problémes institutionnels
des Communautés Européennes», C. D. E., 1966, págs. 241 y ss. Se ha llegado, dice este último autor, a
considerar las proposiciones de la Comisión como líneas de base que sirven para iniciar las negociaciones
Intergubernamentales, más que proposiciones en el sentido del artículo 149 del Tratado. Así, la práctica
de las instituciones comunitarias, vista a través de la evolución del procedimiento de decisión, manifiesta
notables divergencias con el procedimiento previsto en los Tratados, pág. 245.
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presentación al Sonsejo de su proposición, puede revestir una importancia particular.
En efecto, al lado de ciertas materias en las que la Comisión debe respetar ciertas
etapas o plazos, o de los casos en los que el Tratado, o una decisión anterior prevé
unas determinadas fechas, la Comisión es libre para elegir el momento más adecuado
para presentar su proposición (67). El momento puede ser de importancia vital para
la suerte de un proyecto comunitario y ello ha incitado a la Comisión a presentar no
sólo una proposición, sino varias, en un mismo momento. Esta actitud produjo una fuer-
te reacción en los Gobiernos, sobre todo por parte del francés que, aprovechando la
crisis de 1965, afirmaba que la Comisión debía consultar a los Gobiernos, a un nivel
apropiado, antes de adoptar una proposición que presentara una importancia particular
para el conjunto de Estados miembros. Pero al año siguiente, en el momento de los
acuerdos de Luxemburgo, no sólo los demás paises aceptaron la propuesta francesa,
sino que quedó claro que la «consulta» de que hablaba este Gobierno incluía el derecho
de apreciar, por cada Estado, si la iniciativa de la Comisión era oportuna o no. Así, se
establece que «... il est souhaitable que la Commission prenne les contacts appropriés
avec les Gouvernements des Etats membres, par l'entremise des représentants perma-
nents». Ello supuso, y así ocurrió en la práctica, que la Comisión debía esperar la indi-
cación del Comité de Representantes Permanentes para presentar oficialmente su pro-
posición al Consejo (68). En consecuencia, aunque la Comisión no ha reconocido los
acuerdos de Luxemburgo, en la práctica ha tenido que admitirlos, limitando sus ma-
nifestaciones de independencia y multiplicando sus contactos y negociaciones con los
Gobiernos.

En definitiva, la proposición de la Comisión es el resultado de un trabajo en cola-
boración, muchas veces de un compromiso, entre aquélla y los Gobiernos, de tal suerte
que la proposición no se presenta hasta que los intereses de todos los miembros han
sido tomados en consideración y que, en consecuencia, se sabe de antemano que la
proposición va a ser aceptada por el Consejo. Este procedimiento descrito, tan ale-
jado de lo que parece ser el contenido del artículo 149, ¿en qué columna de la supra-
nacionalidad —activo o pasivo— debemos anotarla?

III. EL PODER INMEDIATO DE LAS COMUNIDADES
SOBRE LOS SUJETOS

Ningún sector de la doctrina discute que la facultad concedida al orden comunitario
de dirigirse inmediatamente, tanto a los Estados como a los particulares, no sea el

(67) Así, por ejemplo, la Comisión dilató la presentación al Consejo de una proposición sobre la apli-
cación de los artículos 85 y 86 («ententes» y monopolios), a pesar de que varios Estados se hablan pro-
nunciado por la rápida aparición de un Reglamento sobre el particular, probablemente esperando el mo-
mento en que, en virtud del Tratado, el Consejo podría decidir por mayoría cualificada. En la misma linea,
podría citarse la proposición relativa a los precios únicos de los cereales, adoptada por el Consejo en
diciembre de 1964. Citado por K. van Miert: Art. cit., págs. 215-216.

(68) «Bulletin de la CEE», 1966. número 3, págs. 8-9. En particular, ver E. Jouve: Op. cit., págs. 451
y ss; y sobre todo, L. Dubois: .Institutions Communautaires lannée 1966-, R. T. D. E., 1967, págs 355
y ss. (en especial, págs. 362 y ss); «La fusión des Communautés Européennes (colloque organisé a Llége
les 28, 29 et 30 avril 1965), La Haye, 1965. y -La fusión des Communautés Européennes au lendemaln des
Accords de Luxemburg» (colloque organisé á Liega en avril 1966), sobre todo en las págs. 71 y ss. Los
autores consideran a los acuerdos de Luxemburgo no como una revisión o modificación del Tratado CEE,
puesto que el procedimiento previsto en el artículo 236 no ha sido respetado, sino como un acuerdo de
naturaleza política que, de hecho, modifica algunos aspectos del Tratado, algunos de ellos de especial
importancia: el voto mayoritario en el Consejo y el papel y competencias de la Comisión en sus relacio-
nes con el Consejo.
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rasgo más característico y original de las Comunidades Europeas (69). Algunos han lle-
gado incluso a ver en esta particularidad, una similitud de la Comunidad Europea con
el Estado federal parcial.

En el ámbito de las Comunidades Europeas, la amplitud de formas que presenta ese
poder inmediato, las distingue sensiblemente del resto de las organizaciones que con-
taron, o cuentan con una facultad relativa de dirigirse directamente a los individuos (70).
Las Comunidades «no coaligan a los Estados, unen a los hombres» (71). En efecto,
aunque los Tratados comunitarios han establecido un lazo individuo-comunidad que per-
mite pensar en un inicio de ciudadanía común europea y que ese lazo se establece
en campos perfectamente delimitados y sobre puntos concretos, es lógico que, tal
como se pensó, el progresivo establecimiento del Mercado Común en todos sus as-
pectos, junto con la fusión de las .Comunidades, multiplicará esos lazos directos, y
que sus consecuencias en el campo sociopolítico serán altamente beneficiosas para
la Europa comunitaria.

El lazo jurídico es doble (72):
a) El derecho comunitario se dirige directamente- a una categoría, de sujetos de-

terminados en cada Tratado: las empresas de producción en la CECA, los interesados
en la CEEA, todos en la CEE. De esta forma, los reglamentos y decisiones comunita-
rias son aplicables a sus destinatarios directamente por el sólo hecho de su publi-
cación en el «Journal Officiel» de las Comunidades. AI lado de estas intervenciones
de carácter genera!, existen, como ya sabemos, otras de carácter inidividual que, como
las anteriores, obligan a las personas físicas o jurídicas sin pasar por las instancias
nacionales.

Otra de las formas de relación directa «descendente» es la que resulta de la com-
petencia de la Alta Autoridad para imponer multas y otras cargas a las empresas
que desconozcan las obligaciones que les conciernen en virtud del Tratado, y que
existe también en los Tratados de Roma (73).

Pero una de las formas de relación inmediata más acusada es la conseguida a tra-
vés de los impuestos directos constituidos por las «deducciones» (prélévements) sobre
el valor de la producción carbón-acero con que la CECA grava a sus empresas. Este
verdadero impuesto europeo, real en la CECA, no pasaba de ser mero enunciado en los
Tratados de Roma (arts. 201 CEE y 173 CEEA) y sus presupuestos se cubrían a través
de la contribución financiera de los Estados miembros. La proposición de la Comisión
de 16 de julio de 1969 y la consiguiente decisión del Consejo, de 21 de abril de 1970,
establece la afectación progresiva a la Comunidad de los derechos de la Tarifa Exterior

(69) Para algunos autores, mientras que lo <super-estatal> se dirige exclusivamente a los Estados, lo
•supranacional» concierne directamente a las personas físicas y jurídicas, sin pasar por las Instancias
nacionales. Dusan Sidjanski: «Dimensions européennes de la Science Politiquea, París, 1963, págs. 21-22;
Ch. de Visscher: -Théorles et Réalltés en Droit International Public», París, 1960 (3éme. ed.J, pág. 288
(nota 1]. Impugna la diferencia, con acierto en nuestra opinión, K. Lindeiner-Wildau: Op. cit., págs. 42-43.

(70) El establecimiento de un lazo directo entre la organización internacional y el individuo no es
invento comunitario. En el orden internacional establecido por los tratados posteriores a la Primera Gue-
rra Mundial, los autores citan la posibilidad concedida a los originarios de un país bajo mandato, de di-
rigirse directamente a la Comisión de Mandatos de la S. D. N. y, en nuestros días, al artículo 25 del
Convenio Europeo de Derechos del Hombre abre a los particulares la posibilidad de entablar recursos ante
la Comisión o ante el Tribunal, en el caso de violación de los derechos reconocidos en el Convenio, aun-
que todavía es necesario que el Estado demandado haya suscrito la cláusula de recurso individual.

(71) J. Monet: «Les Etats-Unis-d'Europe ont commencé», París, 1955, pág. 129.
(72) También se le ha llamado "inmediación descendente» (órganos comunitarios-sujetos) y -ascendente»

(sujetos-órganos comunitarios).
(73) Artículos 47, 54, 65 y 66, CECA; 87, CEE; 83, CEEA. En los Tratados de Roma, las disposiciones

citadas se refieren a la adopción de un Reglamento que puede imponer sanciones pecuniarias o de otro
tipo en el caso de violación de las reglas de los artículo 85 y 86.
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Común, hasta 1974 (y las deducciones —prélévements— agrícolas), equilibrándose el pre-
supuesto, durante el citado período, con las contribuciones de los Estados miembros.
A partir del 1 de enero de 1975, la Comunidad dispondrá, además, de los ingresos
que le reporten el nuevo impuesto comunitario: la llamada «taxe valeur ajoutée»
(TVA) (74).

b) El doble vínculo que une a las personas, físicas y jurídicas, con la Comunidad
se presenta también en su forma «ascendente», a través de la posibilidad concedida a
todos de solicitar de las. Comunidades cuanta información técnica o económica se pre-
cise, lo que habitúa al solicitante a prescindir de la fuente informativa nacional tradicional-
mente utilizada, para dirigirse a esa otra fuente comunitaria que, en adelante, sustituye
a la primera.

Sin embargo, la relación ascendente más característica (posiblemente es la más ¡n.
tensa y típica de todas ellas) es la nutrida por el sistema de recursos ante el Tribunal
de Justicia: en la Euratom todo interesado; en la CECA, las empresas, y todas en el Mer-
cado Común, puede, sin más, dirigirse al Tribunal de Justicia en recurso contra los actos
de los cuales son destinatarios (o, por el contrario, recurso contra la inacción de las
instituciones comunitarias) (75).

La intensidad de esta relación, junto al hecho de que la acción de la Comunidad
actúe no sólo en el plano horizontal de relación «mediata» entre los Estados, sino tam-
bien en el plano vertical, sobre los individuos y grupos sociales, sin olvidar el vasto
campo de la información en todos sus aspectos, hace pensar en que se «tiende a
sustituir las relaciones interestatales por las intracomunitarias o, mejor aún, por las
interindividuales» (76) y confirman la existencia de un orden comunitario, distinto de
los nacionales y que prefigura ya la Federación (77).

Llegamos así a la relación individuo-comunidad, de mayor trascendencia en el pro-
ceso supranacional, y, sin duda alguna, federativo: la elección de la Asamblea Europea
por sufragio universal directo.

No es este el momento de emprender una exposición detallada sobre este fundamen-
tal tema, sobre el que existe una nutrida y excelente bibliografía (78); nos limitaremos
a apuntar sus rasgos más sobresalientes e interesantes para nuestro objetivo.

La importancia que para la integración europea reviste la elección de la Asamblea por
sufragio directo es tan evidente que apenas necesita comentario: esta elección es la
base y la raíz de la Europa federal. Un apoyo verdaderamente sólido, únicamente lo ha-
llará la Comunidad en «su pueblo», y éste, persuadido de lo saludable de la integración,
elegirá, según sus preferencias, a aquellos que representan la sola voluntad capaz de
sostener la construcción comunitaria más allá de las contingencias, de las divergencias
y de los particularismos del momento (79).

Los Tratados de París y Roma han previsto tal elección, pero el resultado final reposa
en las manos de los Estados miembros. Así, los artículos 21 CECA, 108 CEEA y 138 CEE,
en términos idénticos, han establecido que:

(74) Ver más ampliamente, en J.-P. Jacqué y G. Knaub: Art. cit., págs. 686 y ss.
(75) Artículos 171, 173 y 175, CEE.
(76) D. Sldjanskl: Art. cit., R. G. D. I. P., 1961, pág. 71.
(77) G. Héraud: Op. cit., pág. 43.
(781 Citamos los más Importantes: C. Lassalle: «Le Pro|et de Conventlon relativo a l'électlon de

l'Assemblée Parlementaire Européenne au suffrage unlversel direct», A. F. D. I., 1960, pág. 801: A. M.
Houdblne: «Le Parlement Européen dans la construction de l'Europe des Six», París, 1966; P. J. G. Kap-
teyn: •L'Assemblée commune de la CECA». -Aspeas Européens», Leyde, 1962; G. Zampaglione: •L'elezlone
del Parlamento europeo a suffraglo universale diretto», La Comunita Internazlonale, 1969, pág. 583; H. Man-
zanares: «El Parlamento Europeo», Madrid, 1967.

(79) -Projet de Conventlon sur l'élection de l'Assemblée Parlementaire Européenne au suffrage unlver-
sel direct», -Journal Officlel des C. E.», juin 1960.
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«L'Assemblée élaborera des projets en vue de permettre I'électíon au suffra-
ge universel direct selon une procédure uniforme dans tous les Etats membres.

Le Conseil statuant á l'unanimité arrétera les dispositions dont il recom-
mendera l'adoptation par les Etats membres, conformément á leurs regles
constitutionnelles respectives.»

La Asamblea tiene, pues, el derecho de iniciativa, pero una vez presentado el pro-
yecto, el Consejo, por unanimidad, decidirá su oportunidad y, en caso afirmativo, reco-
mendará su adopción a los países miembros, que tendrán que rectificarlo de acuerdo
con sus respectivas reglas constitucionales. (80).

La decisiva importancia de esta cuestión no ha pasado desapercibida para la pro-
pia Asamblea: en virtud de las disposiciones citadas, la Asamblea aprobó por unani-
midad (y doce abstenciones) la proposición contenida en el informe del Profesor
Dehousse, tendente a su elección por sufragio europeo. El proyecto, muy prudente para
no comprometer el éxito, juzgando que el número de diputados no era suficiente para
justificar las elecciones y, sobre todo, para representar las tendencias políticas de los
seis países miembros, respetaba la ponderación ya establecida en el párrafo 1 de los
artículos citados, pero triplicando el número de diputados para, de esta forma, permitir
la designación de un tercio por el método actual y los dos tercios restantes, por sufra-
gio directo del pueblo de la Comunidad (81). A pesar de los pesares, los Gobiernos
miembros, que saben muy bien ios peligros que entraña el ; enfrentarse con un Parla-
mento, verdadero representante de la soberanía del pueblo comunitario, bloquearon el
proyecto aprobado por la Asamblea: el Consejo de Ministros se negó categóricamente
a dar curso a la segunda parte del procedimiento previsto en los artículos arriba indi-
cados. Desde entonces, la elección por sufragio universal directo quedó en el olvido.
El texto definitivo del proyecto había sido adoptado el 12 de enero de 1960, en Estras-
burgo, y la Comisión lo había aprobado en marzo del mismo año y, un mes después,
lo hacía la Asamblea Europea. El Presidente de la Comisión presentó el proyecto al
Consejo el 20 de junio de 1960. Allí se detuvo el proceso (82).

Sin embargo, recientemente, ha vuelto a resurgir la idea y el proyecto: La Comisión

(80) Dos acusaciones pueden dirigirse contra «el sistema actual: por un lado, escamotea la suprana-
cionalidad, por otro, es insuficientemente democrático. Y esto último porque tal sistema se presta a que
cada país sea juez y parte: uno podrá elegir sus representantes de entre el conjunto de los miembros
de su Parlamento, otro, en el seno de una sola Cámara, y otros, dirigidos por el partido mayoritario, pre-
tender representar, con miembros de ese partido, la totalidad del pueblo de su pafs. A todo esto se le ha
querido dar la representación del pueblo comunitario. Al no llamar al pueblo de Europa a asociarse a las
Comunidades. Europa —que algunos han llamado la Europa de las ocasiones fallidas—, ha dejado pasar
su primera gran oportunidad. A. M. Houdbine: «Le Partement Européen et la Démocratie-, en «Le Parle-
ment Européen dans la construction de l'Europe des Six-, París, 1966, págs. 9-10.

(81) Los redactores del proyecto estimaron que las Comunidades debían inspirarse en los principios
de una organización federal que, al ritmo del mundo moderno, conservase la individualidad de los Estados
participantes. De ahf que el número total de diputados, 426 para 165 millones de habitantes, se aproximase
al de los representantes en un Estado federal, los USA, por ejemplo. C. Lassalle. Art. cit., pág. 807.

(82) La verdadera oposición vino por parte francesa. Según Alaln Peyrefirte, la iniciativa de la Asam-
blea era prematura, injustificada y peligrosa. Injustificada porque los poderes de la Asamblea son débiles
y sus competencias exclusivamente económicas. Peligrosa porque ella adquiría una legitimidad ilusoria. En
tal supuesto, la Asamblea aprovecharía la ocasión para proclamarse —frente a los -ejecutivos» europeos,
todavía no legítimos y de los Gobiernos, legítimos pero todavía no europeos— la sola Intérprete de la
soberanía popular europea. Es sobre esta única columna en donde reposaría todo el edificio europeo, co-
rriéndose el gran riesgo de desembocar en un régimen de Asamblea. Tiempo después, el señor Peyrefitte
añadía que ese paso decisivo (la elección de la Asamblea) no es para mañana, primero debe extenderse
sus competencias. Pero sobre este punto, el Gobierno francés ha dicho, por el momento, su última pa-
lebra. Documentos citados por E. Jouve: Op. cit., pág. 429.
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comunitaria, con el fin de preparar una propuesta sobre el particular, encargó a un
grupo de universitarios eminentes presididos por el «Doyen» Vedel, la confección de
un informe sobre la elección del Parlamento por sufragio universal, sobre el aumento
de sus poderes y sus consecuencias para el resto del sistema institucional (83).

IV. LA AUSENCIA DEL PODER COERCITIVO IRRESISTIBLE

Las Comunidades Europeas poseen, en los casos que ya conocemos una facultad
de decisión autónoma que se toma, en principio, según la regla general (devorada por
las excepciones) por el procedimiento mayoritario y que es obligatoria para sus desti-
natarios. Nos hallamos, pues, en presencia de lo que la doctrina, de una forma u otra,
ha llamado «órgano supranacional». Pero aún nos falta conocer en qué se traduce esa
decisión autónoma y obligatoria, cual es su efecto final o, sencillamente, con qué ga-
rantfas cuenta una decisión de tal naturaleza para ser ejecutada. Con la respuesta dada
a esta característica de la supranacionalidad, para nosotros definitoria de su esencia
y sin la cual nos debatiríamos en vano buscando una diferencia sustancial, con la deci-
sión federal, podremos ya sacar conclusiones sobre tan debatido concepto.

Para empezar, de la misma forma que las Comunidades toman decisiones que afec-
tan a los Estados y a sus nacionales, debe mantenerse esta diferenciación en la cues-
tión que nos ocupa.

a) En relación con los Estados. Tratado CECA.

La Alta Autoridad (84) puede llegar a estimar que uno, o varios, de los Estados
ha faltado o violado a una de las obligaciones que le incumbert en virtud del Tratado.
En tal caso, la Alta Autoridad «constata», en decisión motivada, tal violación, y concede
al Estado o Estados infractores un plazo para que ejecute su obligación. El Tratado de
París establece, en ese momento, un plazo de dos meses para que el Estado pueda
dirigirse al Tribunal de Justicia en recurso de «plena jurisdicción» contra la decisión de
la Alta Autoridad. Si el Estado persiste en su negativa de proveer a su obligación o si,
en su caso, el recurso es rechazado por el Tribunal, la Alta Autoridad puede dirigir
al Estado o Estados recalcitrantes, previo dictamen favorable del Consejo, tomado por
mayoría de dos tercios, las siguientes sanciones:

(83) El grupo • Vedel• ha establecido ya varias líneas concretas de trabajo: fijar un calendario preciso
para la elección directa del Parlamento, asociar este órgano al procedimiento de designación del ejecutivo
y al proceso legislativo de la Comunidad, pero sin que, por el momento, las otras Instituciones pierdan
sus competencias en este punto; de esta forma, los actos normativos de la Comunidad (que, como sa-
bemos, se adoptan por el Consejo tras proposición de la Comisión y después del dictamen del Parla-
mento), sólo entrarían en vigor cuando, adoptados por el Consejo, contaran con la aprobación del Parla-
mento Europeo. En resumen, la adopción de un acto normativo comunitario serla el resultado de un proceso
conjunto del Consejo y del Parlamento sobre la base de la proposición de la Comisión. E. Noel. Art. cit., pá-
gina 314-315. Por su parte, la Conferencia «cumbre- de París de finales de octubre de 1972, ha decidido, en
este sentido, reforzar los poderes de control del Parlamento Europeo y mejorar sus condiciones de funcio-
namiento, asi como prever para antes del presente decenio su elección por sufragio universal directo,
puesto que, en el plazo Indicado, los respectivos Jefes de Estado y de Gobierno comunitarios se han com-
prometido a transformar -el conjunto de las relaciones de los Estados miembros en una unión europea...». Ver
texto completo del comunicado final de la Conferencia en -Le Monde», 22-23 octubre 1972, pág. 3.

(84) Recordamos que empleamos el nombre de Alta Autoridad sólo para diferenciarla del mismo órgano
en los Tratados de Roma. Como ya se sabe, existe un solo órgano, la Comisión, para las tres Comuni-
dades.
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1. Suspender el pago de las sumas que normalmente debería entregar al
Estado infractor en virtud de lo dispuesto en el Tratado,

2. Disponer o autorizar a los demás Estados miembros a tomar las medidas
derogatorias del artículo 4 del Tratado, con el fin de corregir los efectos que
hubiera podido ocasionar la infracción en cuestión.

El Estado puede aún recurrir contra estas medidas ante el Tribunal de Justicia
en un nuevo plazo de dos meses, a contar desde la notificación- de las sanciones.
Si todo el procedimiento descrito resulta inoperante ante la actitud del Estado, la
Alta Autoridad, como fin de su actuación, se dirige al Consejo de Ministros. (Art. 88
in fine.)

Tratado CEE

El procedimiento se asemeja al anterior. La Comisión puede, de oficio o a instancia
de un Estado miembro, apreciar la infracción del Tratado cometida por un miembro, o
varios, y proponerle las medidas adecuadas que pongan fin a tal situación. Si el Estado
persiste en su actitud, la Comisión «constata» la infracción por decisión motivada, que
puede ser publicada después de haber concedido al Estado la posibilidad de presentar
sus observaciones. Si el Estado no se allana en el plazo marcado por la Comisión, ésta
recurre al Tribunal de Justicia. Si la infracción fue denunciada por un Estado miembro,
éste debe dirigirse, en primer lugar, a la Comisión, lo que le obliga a emitir un dic.
tamen motivado tras haber concedido a los Estados interesados la posibilidad de pre.
sentar sus observaciones escritas y orales. Si la Comisión no emite su dictamen en
un plazo de tres meses, el Estado denunciante puede entonces dirigirse directamente
al Tribunal de Justicia. Hasta aquí los artículos 169 y 170. El artículo 171 se limita a
establecer que el Estado se halla obligado a tomar las medidas que requiera la eje-
cución de la sentencia del Tribunal. Al igual que en la CECA, los artículos 89 y 107
establecen que la Comisión puede autorizar a los demás Estados miembros a tomar
las medidas pertinentes para paliar los efectos de la infracción, bajo las modalidades
y en las condiciones que la Comisión juzgue oportunas.

b) En relación con las personas diferentes a los Estados.

En tal caso, cuando se trata de la ejecución de sanciones de naturaleza pecuniaria,
los Tratados prevén procedimientos semejantes: la sola comprobación de la autentici-
dad del documento es título suficiente para su ejecución, aunque, en verdad, la fórmula
ejecutoria la estampa la autoridad nacional del país que concierna. La ejecución mate-
rial de la decisión requiere, inevitablemente, el concurso de la fuerza pública del Estado
y siempre según su propio procedimiento. El Tribunal de Justicia es competente para
suspender la ejecución de la sanción, pero el control de la regularidad de las medidas
de ejecución es de la competencia exclusiva de las instancias nacionales. (Arts. 92 CECA
y 192 CEE.) (85)

(85) Cada Gobierno miembro designa la autoridad competente para estampar la fórmula ejecutoria
válida para su territorio, designación que debe comunicarse a la Comisión y al Tribunal de Justicia. Fi-
nalizada la formalidad de la estampación de la fórmula, que debe solicitarse por el interesado, éste
puede ejecutar la sanción dirigiéndose a la autoridad nacional o al órgano competente según la legisla-
ción nacional (artículo 192, pars. 2 y 3). Quiere todo esto decir que, aunque el Estado se halla jurídica-
mente obligado a ejecutar, «manu milltari., si llegara el caso, la negativa a estampar la fórmula, le
haría responsable ante la Comunidad, pero la sanción quedaría inaplicada o sin efecto.
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Las sanciones en el Tratado CEE, dirigidas a los particulares, son Imprecisas y es-
casas. Además del artículo 172, que dispone que los reglamentos del Consejo pueden
incluir sanciones (sin precisar cuáles) y atribuye al Tribunal de Justicia una compe-
tencia de «plena jurisdicción» en lo que concierne a éstas, el artículo 87, párrafo 2,
letra a) habla de «multas» y «astreintes» en caso de violación de las disposiciones
de los artículos 85, párrafo 1 y 86, es decir, las reglas que regulan la competencia.

En lo que concierne al Tratado de la Euratom, el procedimiento es diferente y las
sanciones o, más exactamente, su ejecución, de mayor ambigüedad que en las otras dos
Comunidades. Así, el artículo 83 enumera una serie de medidas contra las personas o
empresas que infrinjan las disposiciones relativas al control de la seguridad (86] y los
párrafos 3 y 4 declaran que la Comisión puede dirigir a los Estados miembros, cuales,
quiera recomendaciones relativas a las disposiciones legislativas o reglamentarias ten.
dentes a asegurar, en sus territorios, el respeto de las obligaciones contenidas en el
capítulo Vil (control de la seguridad) y que los Estados miembros están obligados a
garantizar la ejecución de las sanciones y, si hubiere lugar, la reparación de las infrac-
ciones por los autores de éstas.

En todos los demás casos, cuando una persona o empresa incurre en una violación
del Tratado, la Comisión invita al Estado miembro del cual es nacional la persona o
empresa infractora, a sancionar la infracción cometida, aplicando la legislación del
propio Estado. Si en el plazo fijado el Estado no actúa de acuerdo con la invitación
que se le dirigió, la Comisión puede solicitar del Tribunal que «constate» la viola,
ción (art. 145). La sentencia del Tribunal debe ejecutarse según el procedimiento civil
en vigor en el Estado en cuyo territorio deba cumplirse. (Art. 164.)

Hasta aquí llega el aparato «coactivo» de las Comunidades o, si se quiere, ésta es la
garantía que el mecanismo supranacional consigue para sus decisiones. El régimen de
sanciones es diferente, desde el punto de vista del procedimiento, para los Estados
y para los individuos o empresas, pero en el plano del resultado efectivo, sensible-
mente semejante porque, en ambos, la ejecución material escapa de las manos de la
Comunidad, para instalarse en la de los Estados miembros. Desde el ángulo jurídico,
el Estado realiza la función de simple ejecutante de la voluntad comunitaria; en el plano
de la realidad o de la efectividad, es el Estado quien decide, en última instancia, de la
oportunidad de la ejecución. Eso ocurre siempre que el agente encargado de la ejecu-
ción no recibe la fuerza material del demandante, sino que la posee por sí mismo
y es su único dueño. Lo mismo puede decirse, y con mayor razón, cuando se trata
de impedir, o corregir, que un Estado eluda o viole algunas de sus obligaciones comuni-
tarias. Si un Estado rehusa simplemente el aplicar las disposiciones de los Tratados, o
las decisiones de los órganos comunitarios, en virtud de los Tratados, el Estado es ob-
jeto de un procedimiento jurídico represivo, pero la ausencia de medios de constreñi-
miento directo impide, sin el concurso de la voluntad del propio Estado infractor, la
ejecución de la sanción (87).

Buena parte de la doctrina se ha pronunciado sobre esta cuestión. Para Economidés,
la mayoría de las sanciones son demasiado graves para que puedan ser aplicadas.
Por otra parte, tales sanciones están formuladas de forma muy vaga para que pueda
apreciarse de antemano su contenido y eficacia, que estará en función de la naturaleza

(86) Las sanciones, por orden de gravedad, son las siguientes: a) la advertencia; b) la retirada de
ciertas ventajas, como la asistencia financiera o la ayuda técnica; c) el traslado de la administración de
la empresa a las manos de una persona u órgano colegiado, designada de común acuerdo entre la Co-
misión y el Estado al que pertenece la empresa, por un plazo de cuatro meses; d) la retirada total
o parcial de las materias brutas o flsiles especiales.

(87) F. Cardis: Op. cit , pág. 186.
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y gravedad de la' violación cometida-, pero también, sin duda alguna, de consideracio-
nes políticas provenientes del campo de la oportunidad (88).

Foriers escribe que el órgano supranacional no dispone de una fuerza autónoma que
le permita la ejecución de la sanción. De ahí que la garantía de la ejecución sea úni-
camente «parcial», y esto en dos direcciones: en cuanto a las personas destinatarias,
piénsese en la situación de los Estados, y en cuanto a su eficacia final (89).

En el mismo sentido se expresa Petot: sobre el papel, las sanciones son impresio-
nantes,, pero las que han sido previstas contra los Estados, los más peligrosos contra-
ventores, son escasamente utilizables (90).

Sidjanskí, con una visión muy clara del problema, concluye que es ocioso insistir
sobre el hecho de que son los Estados los que conservan el poder público y que las
Comunidades no disponen de medios propios para imponer la ejecución de sus deci-
siones. Se pregunta este autor si el último apartado del artículo 88 CECA (que prevé
que la Alta Autoridad pueda dirigirse, como paso final tras el fracaso del procedimiento
represivo contra un Estado, al Consejo) no supone una ejecución de tipo confederal.
En cierto modo, cabría una posibilidad de este tipo, pero el propio autor responde
que la misma duda indica que nos hallamos en el campo delicado de las relaciones
de poder y de intereses (91). En una palabra, el Estado soberano, siendo él mismo el
poder coercitivo, la sanción reposa en última instancia entre sus manos (92).

El Profesor L. Cartou, apoyándose en la idea de solidaridad e integración econó-
mica, encuentra la base para la toma de medidas por la Comunidad contra la parte
infractora: «en nuestros días, es bien sabido cómo las medidas económicas pueden
ser discretamente eficaces contra los Estados políticamente recalcitrantes, pero eco-
nómicamente dependientes» (93). Esta afirmación no nos parece nada convincente.
En primer lugar, desconoce el que la sanción, en rigor, puede tomarse contra la mayo-
ría de los Estados y, teóricamente, podría darse el caso de que todos los Estados
incurrieran en falta; en segundo término, si la frase «Estados económicamente depen.

(88) C. Economidés: Op. cit., pág. 119-120.
(89) P. Foriers: «Antinomies entre le Drolt communautaire le drolt Interne», -Les antinomles en Droit-,

Bruxelles, 1965, pág. 323.
(90) J. Petot: .Des Communautés Européennes a la Fédératíon», R. G. D. I. P., 1960, pág. 363.
(91) D. Sidjanski: Art. cit., R. G. D. I. P., 1961, pág. 66. Para De Vissoher, esta disposición final

del artículo 88 traiciona claramente la debilidad orgánica de la Comunidad, que no dispone de ningún
aparato de coerción material contra los Estados miembros. El propio Consejo no cuenta, en virtud del
Tratado, de ningún medio de coacción ni de ningún poder de decisión contra el Estado recalcitrante:
•Actes Officiels du Congrés International d'Etudes sur la CECA., Milán-Stresa (31 ma¡-9 juin), 1957, pá-
gina 84. Tanto la ejecución de las decisiones comunitarias como el buen funcionamietno de la Comunidad
dependen, para Sidjanski, de dos factores principales: la voluntad de los Estados miembros y la solidari-
dad efectiva. Por voluntad estatal debe entenderse la resultante del Juego de fuerzas interiores y de los
intereses particulares tal como se expresan en la acción gubernamental. Su manifestación exterior se
concretará en función de la solidaridad de hecho, que será efectiva en la medida en que los Intereses
comunes habrán adquirido una real importancia y las presiones políticas y económicas de los Estados
miembros beneficiarán a la Comunidad. Así es cómo el «poder, (pulssance) de las Comunidades aparece
íntimamente ligado al conjunto del equilibrio político y económico que tiende a establecerse entre los
Estados miembros y las diversas fuerzas sociales, nacionales o comunitarias. Ese es el problema funda-
mental del que depende la eficacia de las medidas comunes, tanto frente a los Estados como frente a los
particulares: Art. cit., págs. 66-67. Es evidente que la solidaridad efectiva puede jugar un Importante papel
en todo el proceso comunitario, solidaridad que debe encontrarse en todos los niveles —personas físicas
y unidades de producción— de más Influencia en la Irreverslbllldad de la construcción europea que en el
campo estricto de la eficacia de la decisión supranacional. Sin embargo, la solidaridad puede tener un
contenido tan huidizo como variado y se halla en función de los acontecimientos: de ahí que pueda ser
fácilmente «dirigida, por los Estados, que disponen de medios poderosos de información a todos los
niveles y que, en su territorio, cuentan, lógicamente, con una estructura social más solidarla.

(92) G. Héraud: Op. cit., pág. 51.
(93) L. Cartou: .Le Marchó Commun et le Droit Public, París, 1969, pág. 85.
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dientes» significa los países de economía más débil, hay en tal afirmación una injusti-
cia notoria hacia ellos porque serán siempre los mismos los que sufran las medidas
económicas de retorsión. Por último, si lo que se pretende afirmar es que las econo-
mías de los miembros de la Comunidad se hallan integradas de tal forma que dependen
unas de otras, caso de que fuera cierto, el Estado destinatario de las medidas de
retorsión, en virtud de esa misma dependencia económica, podrá, a su vez, aunque
sea en menor escala (eso dependerá de la potencia económica del país de que se trate),
responder con idénticas medidas contra los restantes países. De cualquier modo, ello
implica ya una discriminación contra los países económicamente más débiles y se apro-
xima a la imposición de la ley del más poderoso.

En donde más se acusa la debilidad de las Comunidades, en el ámbito de la san-
ción, es en aquella disposición, idéntica en los tres Tratados, por la que se faculta al
órgano supranacional a autorizar a los demás Estados miembros la adopción de medidas
adecuadas que contrarresten los efectos de la infracción de uno de los miembros. Apar-
te de lo ambiguo de tal disposición y de la innumerable cantidad de matices que pueden
imaginarse en la trama de los Tratados, más difíciles de paliar cuanto más se aleje la
infracción del aspecto económico y se aproxime al político la disposición de que se
trata significa, en última instancia, que la violación del Tratado por uno de sus signa-
tarios desencadena la facultad de los demás de violarlo a su vez, para «preservar» sus
intereses. La solución no parece en nada comunitaria (94). Tanto es así, que un autor
ha sostenido que tales medidas se asemejan muchísimo a lo que en Derecho Inter-
nacional significaron las represalias (95).

Para Balladore-Pallieri, a pesar de la presión que pueda ejercerse contra un Esta,
do, hará falta, en todo caso, de su concurso, porque sólo él es quien puede tomar
en su derecho interno las medidas apropiadas para el cumplimiento de la obligación.
Si el Estado no toma tales medidas, o sí, una vez tomadas, las revoca, los efectos
cesan de producirse. Podrá existir entonces una violación por parte del Estado y una
responsabilidad surgirá a su cargo, pero ello no impedirá que los actos de la Comuni-
dad carezcan de valor porque el Estado en cuestión ha dejado de concedérselo. Para
Balladore-Pallieri, la única razón que explica la ejecución forzosa de la decisión comuni-
taria en el interior de los Estados miembros, se encuentra en la autorización concedida
por la ley interna de ratificación del Tratado. Los órganos internos sólo obedecen la
orden de su Estado, incluso cuando ésta emana de la Comunidad (96). Lo que el pro-
fesor de Milán quiere hacer observar —dentro de la tradicional y conocida doctrina
italiana de la recepción del Derecho Internacional en el ordenamiento Interno — es sen.
cillamente que la Comunidad se halla indefensa frente a los Estados miembros y que
la eficacia de las sanciones reside, en último grado, en la voluntad de sus miembros.
Desde este ángulo, adquiere gran realidad las palabras de un autor al hablar de la Alta
Autoridad, pero que pueden dirigirse a todos los órganos comunitarios: «los nueve
sabios de Luxemburgo ni quieren ni pueden fracasar. Se hallan magníficamente sitúa,
dos para conocer la temperatura y el clima de los seis países y de sus productores...
Sólo toman una decisión cuando están completamente seguros de que será admitida
y aplicada» (97).

Resumiendo, puede decirse que el mecanismo comunitario no cuenta con un cen-

(94) ¿Cuál sería el resultado si fa Comisión se negara a autorizar la adopción de medidas deroga-
torias por parte de los demás miembros? La respuesta es difícil, pero puede presumirse que la solución
se situarla al margen del derecho y en el campo del compromiso político.

(95) E. Economidés: Op. clt., pág. 120.
(96) Balladores-Pallierl: «Les pouvolrs des Organlsatlons économiques européennes á l'íntérleur des Etats

membres-, 2. A. O. R. V., 1963, pág. 479 y ss.
(97) J. Maroger: •L'évolutlon de l'idée de supranatlonalité», Polltlque Etrangére, 1956, pág. 307.
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tro de poder propio capaz de garantizar el efectivo cumplimiento de la decisión supra-
nacional. La presión de los órganos comunitarios ejercida sobre los Estados miembros
y demás sujetos, infractores de sus obligaciones es, fundamentalmente, resultado del
grado de solidaridad alcanzado, de la interdependencia económica y de esa voluntad
política de hacer Europa, más acusada en unos miembros que en otros. Todo ello sin
olvidar el hecho de que los Estados se sienten obligados a cumplir y aceptar lo que
libremente acordaron un día, sobre todo cuando su cumplimiento no afecta de lleno a
sus intereses.

A la luz de estas consideraciones, pueden señalarse dos insuficiencias peligrosas
para la Comunidad: de un lado, como hemos visto, la tendencia a decidir por unani-
midad, aún en los casos en que jurídicamente no es necesario, desconociendo así el
voto mayoritario, consustancial a la supranacional; de otro, la debilidad del «ejecutivo»
independiente, que no puede desarrollar plenamente el total de sus competencias, como
resultado de la ausencia de poder político, que Economidés se explica por el carácter
no representativo de los órganos comunitarios, y que deja patente lo que al prin-
cipio ya apuntábamos: el valor de los textos jurídicos, cualesquiera que sea su alcance,
no puede conocerse ni medirse exactamente más que cuando se confronta con la rea-
lidad (98).

Sin embargo, cierto es que esa misma realidad presenta ya numerosos aspectos
favorables a la Comunidad supranacional. En este sentido, las infracciones a los trata-
dos más temidas —las imputables a los Estados— son infatigablemente perseguidas
y denunciadas por la Comisión y, en su caso, sancionadas por el Tribunal de Justicia:
si en 1969 el Tribunal ha entendido, al agotarse la fase prejudicial sin resultados,
en once casos, en 1970, sólo se presentaron dos e idéntico número en 1971. Las sen-
tencias del Tribunal en este tipo de recursos se observan, en general, por los Estados
miembros, en los plazos establecidos, si bien la Comisión ha señalado un caso en el
que no ha ocurrido así y que, tras provocar vivas reacciones en el Parlamento Europeo,
se encuentra de nuevo ante el Tribunal de Justicia (99).

Por otro lado, las nuevas perspectivas que se plantean con el refuerzo de las com-
petencias de las instituciones comunitarias, en particular del Parlamento, tanto en el
ámbito presupuestario como en el de su representatividad directa, a raíz de las dos
últimas Conferencias «cumbre» (1969 y 1972) con su propósito de finalizar en la pre.
senté década la unión europea, no pueden por más que provocar un afianzamiento
de lo conseguido y una mayor solidez en las futuras «decisiones supranacionales».

ENSAYO DE SÍNTESIS

Hemos llegado al punto en que, a la vista del funcionamiento y resultados de unos
órganos que, por su peculiar constitución, atribuciones y actividades, se les ha llamado
«órganos supranacionales», rectores de una Comunidad limitada en cuanto al espacio
y en cuanto a la materia, debemos establecer los puntos básicos en los que se.afianza
el contenido, alcance y significado de la supranacionalidad.

Los autores están de acuerdo, en líneas generales, en señalar la existencia de va-
rias condiciones que, reunidas en un órgano, autorizan el calificativo de «supranaclo-

(98) Economidés: Op. c i t . , pág. 166.
(99) R. T. D. E., 1972, págs. 325-326.
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nal», si bien la importancia que se atribuye a unas y otras puede variar según los
mismos autores:

a) Una atribución de competencias exclusivas, concedidas por los Estados miem-
bros a la Comunidad (100).

b) Los órganos principales supranacionales no representan a ningún país miembro.
c) Las decisiones se toman por mayoría.
d) Las decisiones son jurídicamente obligatorias para sus destinatarios.
e) Las decisiones obligatorias son directa e inmediatamente ejecutorias para sus

destinatarios.
f) La Comunidad supranacional no dispone del poder coercitivo irresistible general

capaz de garantizar la ejecución de sus decisiones (101).

Las atribuciones se ejercen con el fin de alcanzar los objetivos propuestos en los
Tratados, todo ello dentro de un marco institucional que se basta a sí mismo y que in-
cluye lo esencial de los órganos de un Estado democrático (102).

Cualquiera que sea la preeminencia que se atribuya a una, o varias, de las notas
apuntadas, la esencia de la supranacionalidad puede compendiarse en las cuatro con.
diciones acumulativas siguientes:

1. Es un mecanismo, un procedimiento o, en definitiva, una técnica, empleada por
un órgano en la elaboración de sus decisiones. Esta peculiar manera de funcionamiento
constituye un mecanismo autónomo.

2. Un poder o facultad de decisión, libre de ingerencias extrañas o de influencias
estatales.

3. Un poder de desarrollo continuo del orden jurídico, en virtud de competencias
propias (dinámica jurídica).

4. Una incidencia última, efectivamente limitativa de la competencia estatal (103).

Es importante tener presente que la supranacionalidad es susceptible, dentro de
ciertos límites, de graduación, es decir, que el mecanismo puede producir, «in globo»,
una supranacionalidad más o menos profunda, avanzada o desarrollada, según el grado
de solidaridad alcanzado, que puede arrastrar a nuevas concesiones. La dosificación
supranacional puede apreciarse en la estructura del órgano, en su modo de designa-
ción, en su estatuto; el procedimiento de producción de la decisión, más o menos ma-
yoritario, y el carácter dado a su ejecución en el «territorio comunitario», son factores
que entran en línea de cuenta en la graduación de la supranacionalidad. En definitiva.

(100) Quiere esto decir, competencias atribuidas únicamente a los órganos comunitarios. Por lo gene-
ral, la doctrina admite la existencia de estas características. Debe tenerse en cuenta que los Estados no
se han desasido completamente de las competencias económicas y que, en algunos supuestos, concurren
con la de los órganos comunitarios.

(101) Los autores admiten la existencia de tales características en las Comunidades Europeas, pero
las múltiples compensaciones y garantías que se Insertan en los tres Tratados a favor de los Estados,
limitan notablemente su alcance. En general, se alude con esto a la Institución de un órgano de carácter
intergubernamental al lado del típicamente comunitario que, por sus amplios poderes, se convierte en
el órgano predominante de la Comunidad. En esa especie de equilibrio que se ha querido ver entre el
interés de la Comunidad y el de los Estados y, sobre todo, en la forma de alcanzarlo, se explica la
evolución de la cooperación a la integración, como paso hacia formas más políticas y definitivas.

(102) M. Lagrange: -Le Traite du 18 avril 1951 et son régimen Cours á l'lnstitut des Hautes Etudes
Internationales (Universlté de París), 1956-57, pág. 13.

(103) G. Héraud: Op. clt., pág. 8.
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los mecanismos supranacionales pueden ser, dentro de la Comunidad, más o menos
numerosos y de mayor o menor intensidad (104).

Así, pues, la supranacionalidad supone:

A. Una técnica jurídica federal que puede conducir a este sistema de organización
política.

El enunciado impone una doble premisa: a) es un sistema jurídico federal; b) no es
un Estado federal.

Las notas apuntadas anteriormente como características de la supranacionalidad
pueden hallarse, en buena parte, en el sistema político denominado «federal», lo que
ha llevado a algunos autores a hablar, en el caso de las Comunidades Europeas, de
una especie de gobierno federal limitado a ciertas funciones y, de ahí, a considerarlas
como un embrión de Estado federal. Tales afirmaciones son, en rigor, inexactas. Lo su-
pranacional, a diferencia de lo ¡ntergubernamental, utiliza o se identifica con la técnica
del federalismo, pero, ni en su fase más avanzada constituye un Estado federal.

La Comunidad cuenta, como • hemos visto, con un armazón «tipo federal». Los
objetivos señalados en los Tratados se consiguen a base de decisiones tomadas por
órganos diferentes y, en algunos casos, independientes, de los Estados miembros,
creados por ellos y según una vía mayoritaria. A su autonomía se le añade el poder de
dirigirse y crear derechos y obligaciones directamente a y en sus sujetos. Tal meca-
nismo es básicamente federal (105). Catalano lo explica así y en ello justifica la
preeminencia de las reglas y prescripciones de los Tratados, junto con la emanada por
los órganos comunes, con relación al derecho interno de los Estados, de la misma forma
que, en el ámbito de las competencias concedidas a la Comunidad, los Estados le están
jurídicamente sometidos, así como las empresas y .personas físicas. Sin embargo, las
Comunidades no son un Estado federal. El mismo Catalano escribe que la federación
completa aún no ha sido realizada, porqué el órgano común no dispone de los poderes
que caracterizan a una federación: un poder legislativo general,- el poder de elegir
y determinar la política general y, sobre todo, la exterior y el poder exclusivo y
determinante de declarar la guerra o de abstenese en un conficto. Pero la verdadera
diferencia, siempre según este autor, estriba en que en la federación, la atribución de
poderes y competencias a los órganos federales constituye la regla, y la reserva de
ellos a los Estados federados, la excepción, mientras que en las Comunidades ocurre
todo lo contrario (106).

(104) Como dice un autor, una realidad será considerada como más o menos supranacional según que
reúna o no las condiciones apuntadas y según que las acoja con mayor o menor Intensidad. J. M. De-
housse: «Essal sur le concept de supranationalité», Ch. P. E., 1969, pág. 196. Sin embargo, F. Rigaux Im-
pugna la idea de la dosificación supranacional, afirmando que la CEE o es o no es supranacional, no
pudiendo concebirse el que existan grados en la atribución a una institución de lo que constituye su
naturaleza específica: «Nature juridique des Communautés», en Drolt des Commonautés Européennes, «Les
Nouvelles», Bruxelles, 1969, pág. 33, punto 84. Por todo lo expuesto hasta aqut, no podemos suscribir la
posición del Profesor Rigaux. '

(105) F. Dumon: -La formation des regles de droit dans les Communautés Européennes», en "La regle
de Droit" (Etudes publicas par Ch. Perelman), Bruxelles, 1971, págs. 172-173 .

(106) N. Catalano: Op. cit., pág. 24. Se establecen, aproximadamente,, las mismas diferencias en el
estudio de Guggenheim: -Organisations économiques supranationales et Etats souverains». La Comunita In-
ternazionale, 1963, pág. 192. Por su parte, F. Rosenstlel cree que el federalismo es ante todo un fenómeno
de -madurez política- y no de madurez técnica o funcional, porque la técnica es un efecto de civilización
y lo político un efecto de cultura. El plano sobre el que evoluciona una comunidad supranacional no tiene,
pues, nada de semejante con el de la federación. As(, la democracia puede ser una cualidad federal, pero
no emana jamás de lo técnico o funcional. Estamos de nuevo en el problema de las transiciones: no se
pasa, sin voluntad política, más fácilmente del Estado federal al Estado unitario, que del 'federalismo fun-
cional» o de las 'Comunidades supranacionales» a la federación política: «Le principe de la supranationa-
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La decisión, última fase del mecanismo supranacional, puede equipararse a la deci-
sión federal. Sin embargo, el gran abismo entre una y otra, reside en que, en la pri-
mera, su aplicación no se garantiza, mientras que la decisión federal es sinónimo de
eficacia. Tras afirmar que «sólo lo federal puede ser supranacional», la diferencia neta
entre la Comunidad y el Estado federal es que, en una, la supranacionalidad es «pros,
pectiva» y, en el otro, «efectiva», escribe Rosenstiel (107). De ello se desprende, como
veremos, un mundo de consecuencias.

Así, en el orden federal, la validez está considerada como atributo global del orden
y no "como atributo de las reglas «ut singulas». Si el problema de la validez se plan-
teara a nivel de la regla, el recurso a la eficacia sería no pertinente, porque lo propio
de la regla es de poder ser violada. Así, pues, sólo compete al orden «¡rt globo»
(Estado o Régimen) el anclar su validez en la eficacia. Y resulta que el orden eficaz
es únicamente el orden del Estado soberano (108).

En síntesis, puede afirmarse que lo supranacional es un trasunto jurídico del proce-
dimiento federal, pero se halla alejado del sistema político que lleva ese nombre, aun-
que se dirija a él. El federalismo es esencialmente político —técnica política de la de-
mocracia, como le llama Rosenstiel— y lo supranacional, fundamentalmente técnica ju-
rídica. Lo político y lo técnico pueden complementarse, pero lo primero predetermina lo
segundo. Como dice el Profesor Héraud, la Federación o es política o no es tal fede-
ración (109).

Mientras la Comunidad supranacional supone una forma peculiar de administración
dependiente, la Federación es un modo de gobierno soberano. De ahí que el federa-
lismo constituya una técnica de organización del poder político, ocupada en compa-
ginar un máximo de eficacia comunitaria con un máximo de libertad individual. Y en la
federación, esto no sólo se reconoce, sino que se ejercita. En ese sentido, es cierta
la afirmación de que «sólo hay técnica supranacional allí donde existe voluntad federal,
pero no hay voluntad federal más que cuando existe autoridad gubernamental fe-
deral» (110).

De todo ello cabe concluir que el mecanismo supranacional, que desde el plano ju-
rídico es federal, se detiene ante la efectividad. Existe un paso, y, al mismo tiempo,
un abismo, entre supranacionalidad y federalismo. Por el camino supranacional puede
llegarse al federalismo, pero entre ambos hay una barrera perfectamente delimitada:
la distancia entre la construcción jurídica y la voluntad política, entre lo impreciso
y lo definitivo, entre lo dependiente y lo soberano, en una palabra, entre el «sein» y el
«sollen». El sistema supranacional no conoce lo político: cuando lo admite en su seno

lité. Essal sur les rapports de la Polltlque et du Droit», París, 1962, pág. 70-71. Constantinesco afirma que
la organización supranacional no puede ser estatal, porque le falta la mayor parte de los atributos esta-
tales. No puede ser asimilada a un Estado ni desde el punto de vista jurídico ni desde el político psico-
lógico, histórico, étnico o territorial, ni puede ser asimilada a una Federación, aunque sea parcial. Todas
las afirmaciones de ese género son equivocas y pueden conducir a error: Op. cit., pág. 68.

(107) F. Rosenstiel: Op. clt., pág. 61. •
(108) G. Héraud: .L'interétatique, le supra-natlonal et le federal», A. Ph. D., 1961, pág. 186.
(109) G. Héraud: Op. cit., pág. 187.
(110) F. Rosenstiel: Op. cit., pág. 64. Para Migliazza, la diferencia esencial entre la Comunidad y el

Estado federal reside en que a la primera, la falta el poder político, que es, por el contrario, privativo
del segundo: «Le Comunitá Europea in rapporto al Dirltto Internazionale e al Diritto deglo Stati membri-,
Milano, 1964, pág. 98. J. Raux escribe con acierto que lo supranacional abre una brecha en las fronteras
nacionales, sin que por ello sustituya a un Estado federal. Estamos ante un orden jurídicamente Inestable,
sometido a una perpetua tensión dialéctica entre las estructuras federales, por una parte, y las estatales
o Interestatales, por otra, pero en el que el dinamismo que le caracteriza Implica el que se encamine
progresivamente hacia las estructuras federales. Lo supranacional debe, pues, considerarse como el estadio
políticamente provisional y jurídicamente inestable de la evolución hacia las estructuras federales: «Les
relations exterieures de la CEE>, París, 1966, pág. 11.

109



JOSÉ LUIS IGLESIAS BUHIGUES

se suicida, porque entonces se transforma en entidad soberana: lo supranacional
se convierte en federal, la Comunidad en Estado. Rosenstiel, en su magnífica tesis so-
bre el tema que nos ocupa, parece configurar la supranacionalidad dentro del sistema
federal, de forma que, llegada la etapa final, la primera no desaparece, sino que se
inserta en el orden político federal y alcanza allí su completo desarrollo. Eso significa
que lo supranacional es como un «federalismo latente» que se perfecciona y completa
cuando adquiere los poderes políticos. Nosotros no podemos suscribirnos, en este
punto, a la tesis de Rosenstiel, considerando que existe aquí un matiz de capital im-
portancia. Lo supranacional, creemos, es un fenómeno nuevo, al menos en la exten-
sión y alcance en que existe en el panorama jurídico-internacional actual, que, em-
pleando la estructura federal, se dirige hacia este último sistema, pero que desaparece
tan pronto llega a esta etapa final, para transformarse en algo perfectamente cono-
cido y practicado. Ello nos permite considerar la supranacionalidad como un fenómeno
apto para multiplicarse en un clima propicio y que, con muchos lazos con el federalis-
mo, supone, por el contrario, una forma avanzada de relación entre Estados soberanos,
lo que jamás puede darse en ía federación, porque en ésta la relación se convierte
en integración y la soberanía en autonomía. Una vez alcanzado el grado máximo de
desarrollo supranacional, la Comunidad así organizada representa, en el aspecto polí-
tico, el reverso del Estado federal: en éste el poder político, la soberanía, se localiza
en el centro y no en los miembros: en aquélla, en los miembros y no en el centro.
E! Estado federa! es soberano, la Comunidad supranacional, no. Si ésta da un paso más,
su carácter jurídico supranacional le abandona para convertirse en verdadera comuni-
dad federal. Así es como aparece cierta, en principio, la afirmación de que «sólo lo
federal es supranacional», es decir, que el sistema político contiene mecanismos supra-
nacionales, pero no es del todo exacta, sobre todo si se admite que en un sistema
federal el Estado es uno y los «Estados» federados lo son de nombre nada más, sin
que pueda hallarse en ellos las características que particularizan al Estado soberano anta
el Derecho Internacional. Mal puede hablarse de «decisión supranacional» en un sis-
tema que es la resultante de una integración de Estados que, aunque conserven deter.
minadas competencias, se han suicidado como Estados soberanos en el acto de la
integración. Eso prueba, para nosotros, que lo supranacional (recordemos el signifi-
cado etimológico del término: subordinación de los Estados a algo que les es jurí-
dicamente superior) acaba allá en donde comienza el federalismo, o, dicho de otra
forma, en donde lo que se integra son las soberanías y no las competencias.

Así se comprende plenamente la frase del Profesor Héraud: «el poder irresistible
abandona a un hombre, a un equipo, a un régimen. Jamás abandona al Estado porque
es su principio mismo» (111).

Ello nos autoriza a suscribir la segunda gran característica de la supranacionalidad.

B. La supranacionalidad pertenece sociopolíticamente al campo confederal o de
Derecho Internacional.

Desde luego está fuera de toda discusión, hoy, el problema de los límites de la
soberanía de los Estados: el Derecho Internacional supone el límite jurídico de la so-
beranía estatal y es perfectamente factible que los Estados puedan'convenir entre sí
nuevas limitaciones de su soberanía.

Los Tratados de París y Roma, al igual que cualquier otro Tratado internacional,
suponen para los Estados signatarios una limitación de su soberanía, en este caso, de

(111) G. Héraudt Op. cit., pág. 187.
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gran alcance y, en realidad, sin precedentes en la historia de las relaciones interna-
cionales; añadamos la particularidad «dinámica», que imprime el sello de originalidad
a las Comunidades Europeas y por la que la soberanía quedará limitada, además, por
las normas emanadas de los órganos comunitarios. De esta forma, el Estado, miem-
bro de la Comunidad supranacional, renuncia a hacer depender de su propio consen-
timiento la formación y la aplicación de la decisión supranacional, que puede originar
una obligación para el Estado sin, e incluso contra, su consentimiento. Si se produce
una colisión de voluntades —supranacional y estatal— la segunda debe someterse
y la primera puede imponerse. Esa es la esencia de la supranacionalidad. En un con-
cienzudo análisis sobre el punto que nos ocupa, Lindeiner-Wildau establece una cer-
tera diferenciación entre la limitación de soberanía resultante del Derecho Internacional
en cuanto a tal y la que emana de una decisión supranacional: en virtud del primero,
el único obligado es el Estado. La relación jurídica con sus subditos no sufre cambio
alguno y el Estado continúa siendo, para el individuo, la autoridad suprema y directa.
Por el contrario, en el caso de la organización supranacional, no sólo los Estados se
hallan jurídicamente sometidos, sino que admiten, al mismo tiempo, que sus nacionales
queden obligados a la autoridad supranacional. La relación Estado-individuo queda mo-
dificada; desde el punto de vista de este último, el Estado ya no es la única autoridad
superior: a su lado e independientemente, está la autoridad supranacional. Sin embargo,
continúa el autor, este nuevo caso de «soberanía relativa», no es incompatible con la
soberanía de los Estados miembros. Lo que se abandona no es la soberanía como tal,
sino una parte de su campo de aplicación. El autor encuentra un sólo límite a este
flexible modo de ver el problema: si el conjunto de las competencias materiales esta-
tales se atribuyen a un órgano superior al Estado, ello conduce a la disolución total
del poder estatal y, por consiguiente, la soberanía del Estado desaparece (112).

Esta tesis, en principio de gran atractivo, debe ser matizada, sin que por lo demás
alcance a diferenciar de forma clara la decisión supranacional de la federal.

Las soberanías están limitadas por la norma, pero limitación no significa transfe-
rencia ni poder supremo. La Comunidad supranacional no cuenta con un mecanismo
capaz de imponer a sus miembros la ejecución concreta de sus decisiones, puesto que,
de otro modo, no podría hablarse de «soberanías jurídicamente limitadas» (113). No es
posible entrar aquí en una construcción en profundidad de la soberanía —noción la más
discutida en el ámbito del Derecho Internacional—, pero baste decir que su contenido
mínimo irreductible y su dimensión política coloca a la Comunidad supranacional en una
situación de dependencia frente a los Estados miembros. Como acertadamente escribe
el Profesor Carrillo Salcedo, «la noción de soberanía presenta siempre una doble di-
mensión política y jurídica, ambas irreductibles. Ninguna construcción jurídica debe
prescindir del aspecto político de la soberanía y, en todo caso, un planteamiento
realista del problema de la tensión entre Derecho Internacional y soberanía del Estado
exige tener en cuenta que esta última es una realidad histórica y social muy compleja
que, junto a sus Innegables aspectos jurídicos, presenta otras significaciones que

(112) K. von Ündeiner-Wildau: Op. cit., págs. 143 y 150-151.
(113) G. Héraud: «La validité juridique-, Mélanges Maury, París, 1960, T. I I , pág. 477; «L'inter-étatlque.

le supra natlonal et le federal», A. Ph. D., 1961, pág. 179. En el mismo sentido, R. Quadri: «Cours general.,
B. C. A. D. 1., 1964-111 (vol. 113), págs. 312-313: «La idea de la soberanía compartida no tiene sentido...
Como es absurdo hablar de un poder de constreñimiento con relación a una entidad que no dispone de
ningún medio para hacer respetar su voluntad, queda excluido el que las Comunidades Europeas puedan
ser consideradas como entidades soberanas, incluso de forma parcial'.

En la misma linea, puede citarse a Leibholz, Erler, Bindschedler y otros: ver P. Pescatore: «L'apport du
droit communautaire au droit International public», C. D. E., 1970, págs. 504 y ss., que no comparte esta
posición.
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no es posible ignorar: política e ideológica; económica, material y técnica; por último,
aunque no menos importante, emotiva y sentimental» (114). En este sentido, si la supra-
nacionalidad constituye un límite jurídico a la soberanía, también es emanación de esta
última: los Estados, en virtud de su soberanía, establecen un mecanismo supranacional y,
en virtud de esa misma soberanía, los extinguen, o pueden hacerlo, si lo estiman
conveniente. La supranacionalidad es un efecto jurídico de la soberanía. Es probable
que la extinción de un mecanismo supranacional pueda plantear problemas técnicos de
compleja solución, pero ello no obsta para que los Estados miembros puedan decidir
soberanamente sobre su extinción o continuidad. Mientras la competencia política per-
manezca en los Estados, éstos tendrán en sus manos la competecia jurídica, es decir,
el poder de modificar a su gusto la Comunidad, como ocurre en los Tratados comunita-
rios, llevándola hasta el límite supranacional o haciéndola retroceder hasta el meca-
nismo intergubernamental (115). No cabe hablar de «transmisión de soberanía» de los
Estados a la Comunidad, de la misma forma que no cabe, entre la sociedad com-
puesta y los componentes, soberanía al mismo nivel, porque ambas chocarían. Si identi-
ficáramos las competencias a la soberanía, de tal modo que cada competencia estatal
respondiera a una «parcela» de la soberanía total del Estado, la sociedad compuesta
sería soberana en una parte concreta y en otra no, y lo mismo ocurriría con las socieda-.
des componentes, sin que por ello la primera pudiera garantizar la eficacia de sus
decisiones, y lo que es más importante, sin que pudiera asegurar su propia existencia,
lo que, precisamente, es atributo supremo y razón.misma de los Estados soberanos.
Sería simplista imaginar que Francia o Alemania son menos soberanas, por el hecho de
pertenecer a la Comunidad, que por ejemplo Suiza o Austria, lo que resultaría mate-
máticamente probado de aceptarse la idea de que aquellos países han transmitido
«parcelas» de su soberanía a la Comunidad. Definir la soberanía como un conjunto de
competencias carece de contenido jurídico y tal definición puede aplicarse tanto a una
colectividad no estatal como a un servicio público internacional y, en definitiva, a cual-
quier sujeto del Derecho Internacional (116). En realidad, la soberanía sólo cabe de
un lado: la institución soberana es, en primer lugar y ante todo, capaz por sí sola
de garantizar su propia continuidad aún en los momentos de excepción. Si se preten-
de que la competencia atribuida a la Comunidad funciona como una parte de la sobe-
ranía estatal desgajada del todo, de manera que ésta es soberana en lo que al con-
tenido y alcance de la competencia transferida se refiere, cabe preguntarse cuál es
ese atributo, facultad o poder que, por encima de esa parte de «soberanía» entregada
a la Comunidad —e incluso contra ella— controla y decide, o puede hacerlo, «¡n extre-
mis» sobre toda manifestación comunitaria. O se inventa un calificativo para titular
aquello que prevalece sobre la «soberanía supranacional» (para nosotros el sólo enun-
ciado es un contrasentido) o se rechaza la idea de la transmisión de «parcelas» de
soberanía a las entidades supranacionales. En definitiva, ¿cuál es la naturaleza de
esa «soberanía» que ante la infracción del Tratado responde, como último recurso, en
unos casos dejando la solución en manos del Consejo, órgano intergubernamental, re-
presentante de los Estados y que decide casi siempre por unanimidad y eri otros, per-

(114) J. A. Carrillo Salcedo: •Soberanía del Estado y Derecho Internacional», Madrid, 1969, págs. 64-65.
(115) Un autor griego, antiguo Ministro de su país, es claro en esta cuestión: «el principio de supra-

nacionalldad... debe, en principio, ser consentido por la soberanía nacional. Además, es un principio ju-
rídico sometido a reglas precisas y referido a cuestiones completas en lo que a su aplicación concierne...
En su aplicación ulterior, el principio de supranacionalldad choca frecuentemente con el de soberanía
nacional, y con muy pocas posibilidades de salir victorioso»: «Propositions sur la concillatlon du principe
de la souveraineté nationale et du principe de la supranationalité», R. H. D. I., 1963, pág-. 309.

(116) Ch. Rousseau: .L'indépendance de l'Etat dans l'Ordre International», R. C. A. D. I., 1948-11 (T. 73),
pSgina 197.
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mitiendo infringir el Tratado, para corregir los efectos de la primera infracción? Son
interrogantes que la Comunidad no está, por el momento, en medida de contestar (117).

Si esto es así, si la supranacionalidad deja intacto el hecho de la soberanía estatal,
sólo podrá hablarse de una atribución de competencias de los Estados a la Comunidad.
Esta atribución de competencias puede realizarse por diversos caminos, tal como ha
puesto de relieve la doctrina: en unos casos, los más numerosos, los Estados trans-
fieren la totalidad de la competencia a la Comunidad, sobre determinadas materias; en
otros, existe un reparto de la competencia entre los Estados y la Comunidad sobre la
misma materia; por último, puede existir una concurrencia entre los Estados y la Co-
munidad (118). Sin embargo, al contrario de lo que ocurre en la Federación, los miem-
bros de la Comunidad Europea se han reservado el derecho de decidir en última ins-
tancia: la exclusividad en la ampliación de la atribución inicial o la disminución, e inclu-
so extinción, de esa atribución de competencias y la posesión del poder coercitivo irre-
sistible, la «última ratio regnum» (119).

De ahí que, como dice Reuter, ya se trate de deliberaciones del Consejo o de la
composición de los órganos supranacionales, formados por personas independientes,
la importancia real de los Estados impone en todas partes su ley. Cuando se trata
de la Comunidad, el poder efectivo de los Estados y sus consecuencias son fáciles de

(117) Como se sabe, la CECA tiene una duración prevista de cincuenta años, mientras que la CEE y la
CEEA son de duración indefinida. Sin embargo, en los dos casos puede plantearse la misma Interrogante:
al final del plazo en la CECA y, en la CEE y CEEA, si se llegara a la decisión de la Integración política,
los Estados miembros son los únicos quo pueden decidir sobre la renovación o extinción, en el primer
supuesto, y de dar el paso adelante, en el segundo. SI la sociedad compuesta es soberana en el ámbito de
sus competencias, ¿cómo puede adoptarse una decisión sobre la continuidad o extinción de esa «soberanía
parcial» sin que ella tenga la menor participación? ¿Cuál es la naturaleza de esa parcela de soberanía,
reservada por el Estado, que le permite decidir sobre la vida o la muerte de la Comunidad «soberana- y
sobre el destino del propio Estado, aun contra la Comunidad?

(118) Reuter: Op. cit., pág. 217; Wigny: «Un témoignage sur la Communauté des Six», CECA, 1957,
página 15: Vina: •L'intergrazione Europea. Studio sulle analogie ed Influence di diritto pubblico interno
negll istituti di intergrazione europea*, Milano, 1962, págs. 130-131; Catalano: •Manuel...-, págs. 22-23-,
Llndelner-Wlldau: Op. cit., pág. 133 (que sistematiza las posiciones doctrinales aquí citadas, añadiendo
bastantes más).

(119) Es Ineludible reseñar la sugestiva tesis de LlndeinerWildau sobre este punto concreto: para
este autor, la atribución de competencias materiales a la Comunidad va acompañada de la atribución del
•poder de ejercer derechos de soberanía», pero esta segunda atribución no se realiza por la vía de la
transferencia de los Estados a la Comunidad. En efecto, una de las particularidades de los derechos de
soberanía estatales es la limitación de su alcance a las fronteras del Estado (en el ámbito de validez
territorial). Por consiguiente, si un cierto número de Estados se reuniese, para transferir, cada uno en
particular, una parte de aquellos derechos a una Institución formada por ellos, ésta poseería, y, por tarto,
ejercería una «colección» de derechos de soberanía estatales. La Alta Autoridad, por ejemplo, actuaría en
el territorio de Luxemburgo en virtud del derecho de soberanía luxemburgués, y lo mismo en el caso de
los otros miembros. Sin embargo, el rasgo peculiar del órgano supranacional es, precisamente, el de poder
dirigirse directamente a los Estados y a todos sus nacionales, es decir, que en el ejercicio de los de-
rechos de soberanía, la Comunidad traspasa las fronteras nacionales de cada uno de esos derechos de
soberanía. Debe tratarse, pues, de un derecho de soberanía «sui generis», y en este sentido, •suprana-
cional". Así, pues, se ha creado una nueva categoría, particular, de derechos de soberanía para confiarlos
a la Comunidad: al crear el órgano supranacional, los Estados fundadores le confieren derechos de so-
beranía distintos de los que ejercen los propios Estados. Y ello se explica por la diferencia existente
entre los derechos de soberanía y la soberanía como tal: el poder de crear una categoría nueva de
aquellos derechos, a través de la Institución de un órgano supranacional, emana precisamente de la sobe-
ranía del Estado que conserva el poder de disposición, aunque se trate de derechos de soberanía que
estos Estados, teniendo en cuenta los límites territoriales de su soberanía, no podrían ejercer por sí
mismos porque son los Estados, y sólo ellos, los que pueden crear tales derechos por un acto común:
el tratado fundador. En consecuencia, aquí, al contrario de lo que ocurre con la atribución de competencias
materiales, no hay una restricción correlativa del poder propio de los Estados porque ese poder no se
sustrae de la esfera de los poderes de los Estados, sino que constituye algo ¿Istmio y particular. Pá-
ginas 137 y ss.
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determinar: ¡Las combinaciones dé influencia obedecen a una tan simple dialéctica de
números, a fórmulas tan elementales! .Esta observación reduce la separación real que
distingue la Comunidad de las organizaciones más tradicionales (120).

Así, el hecho de que la supranacionalidad no suponga la creación de un poder
constituyente autónomo, situado por encima de los Estados y con autoridad suficiente
para ampliar la atribución de competencias sin el previo consentimiento de los Estados
miembros, hace de la supranacionalidad una técnica políticamente dependiente. Es ló-
gica, pues, la afirmación de que la supranacionalidad participa del sistema confederal,
dada la característica de que ningún Estado miembro admita la posibilidad de que se le
impongan participantes nuevos u obligaciones nuevas, sin su expreso consentimiento
o, por lo menos, sin reservarse el poder de sustraerse por secesión (121).

Por un camino u otro, así se ha pronunciado buena parte de la doctrina: «Las Comu-
nidades no sólo no poseen el poder político general, sino que no detentan poder político
alguno: a riesgo de. repetirnos, debemos afirmar que el ejercicio del poder político, pre-
rrogativa del Estado, no es susceptible de limitación ni reparto. La pretendida «trans-
ferencia de competencias soberanas», no constituye ningún abandono, incluso parcial,
del principio político que caracteriza al Estado» (122).

«No existe una soberanía de la Comunidad supranacional. Solamente existen com-
petencias, posiblemente muy amplias, de esa Comunidad; • pero todas esas compe-
tencias no pueden ser encerradas en un concepto supremo de «soberanía» (123).

«El problema de las Comunidades Europeas no es, por cierto, únicamente jurídico:
ante todo, es un problema político. Si es verdad que la regla básica del Tratado es la
de la adopción de decisiones por mayoría cualificada, y si es también cierto que tal
regla no ha sido vulnerada por el reciente compromiso de Luxemburgo (?), es igual-
mente cierto que la posibilidad de decidir por mayoría cualificada corresponde úni-
camente a una facultad atribuida a los Gobiernos representados en el Consejo de Mi-
nistros. Esta voluntad podrá ser ejercida siempre que subsista ¡a voluntad política de
ejercerla» (124). ' I :.-'\"i\

Todo ello conduce a De Valk a afirmar que lo que le falta a Europa es un gobierno.
Un poder político le ,es necesario no sólo para coordinar las políticas extranjeras de los
Estados miembros, sino para lograr la integración económica. Un poder político signi-
fica un órgano común, expresión de las fuerzas políticas de los seis países, que
pueda tomar decisiones en las materias puestas en común y que sea responsable ante
un Parlamento elegido (125).

Pero nada de eso ha pasado del simple proyecto, del puro enunciado. Hoy, des-
graciadamente, continúa siendo una hiriente realidad la mordaz frase del general De

(120) P. Reuter: Prefacio a la obra de B. Ljubisavljevic: Op. cit., págs. 9-10.
(121) F. Cardls: Op. cit., pág. 197. Puede consultarse sobre este particular, nuestro estudio: "La

nature du droit communautaire», C. D. E., 1968, págs. 512-513.
(122) D. Sidjanski: Art. cit., pág. 42: «Aspects matériels des Communautés Européennes", Mélanges

Séférladés, Athénes, 1961, T. I I , pág. 583.
(123) Von der Heydte: «El orden supranacional», REDI, 1955, pág. 98. Para este autor, la comunidad

supranacional será siempre una unión de Estados, no una aniquilación.
(124) N. Catalano: «Aspectos ideológicos, económicos, políticos y jurídicos de la integración económica

europea-, Anuario Uruguayo de D. Internacional, 1965-66, pág. 44; «Manuel...», págs. 23-24. En el mismo
sentido, Balladore-Pallieri: Art. cit., págs. 474 y ss.; L. Constantinesco: Art. cit., págs. 68-69; F. Ro-
senstiel: Op. cit., pág. 45, quien afirma que el Estado nacional, en tanto continúe soberano, sólo admitirá
una cierta supranacionalidad por interés o complacencia, cuando no por suficiencia. Sólo dos poderes
pueden chocar de frente y eso se llama «conflicto de soberanías»; por el contrario, en la polémica entre
soberanías nacionales o poderes estatales con la administración comunitaria, su solución no constituye
jamás un misterio.

(125) W. de Valk: «La signification de l'lntégration européenne pour le développement du Droit in-
ternational moderne», «Aspects européens», Leyde, 1962, pág. 79.
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Gaulle: «Sólo los Estados tienen el derecho de ordenar y la autoridad para decidir.
Hacerlo fuera y -por encima de ellos es una quimera». Y más concretamente: «Los
organismos extranacionales tienen un valor técnico, pero ninguna eficacia política. Una
Alta Autoridad no lo es sobre las categorías nacionales; sólo los Estados lo son» (126).

C. La supranacionalidad es de vocación administrativa.

Llegamos así a la última característica fundamental de la supranacionalidad: su
vocación administrativa. En efecto, compendiando, puede afirmarse que los tres Tra-
tados han puesto en pie unas instituciones especializadas que, en virtud de una atri-
bución de competencias, desempeñan no sólo la función de coordinación de los Inte-
reses de los Estados miembros, sino que los administran, todo ello dentro de un marco
imposible de franquear «motu propio»: el Tratado.

En virtud de esa atribución de competencias, se establece un poder administra,
tivo superior, supranacional, provisto de una función indiscutida en Derecho adminls.
trativo interno: la potestad reglamentaria o facultad ordenadora de la administra-
ción (127).

De ahí que la mayor parte de las medidas dictadas por la Comunidad, casi todas,
emanan de lo que se llama «función administrativa» e ¡lustran la «actividad de adminis-
tración económica». Dentro de ella, una diferencia separa el Tratado de París de los
de Roma: el primero contiene una detalladísima reglamentación del régimen econó-
mico comunitario del carbón y el acero, de forma que sólo existe un poder reglamen-
tario complementario de la Alta Autoridad, limitado al campo previsto expresamente
por el Tratado. Su poder, que no es «general», se limita a desarrollar las normas eco-
nómicas previstas en el texto fundacional. La actividad administrativa de la CECA tie.ne
por objeto principal la ejecución, a través de medidas individuales y particulares, de
las reglas del Tratado. Por el contrario, el Tratado CEE supone un campo de aplicación
enorme, que hubiera sido posible reglamentarlo de la misma forma que en la
CECA. (128). Es el «cheque en blanco» como le llama Reuter (129).

En resumen, por la atribución de competencias a la Comunidad, los Estados miem-
bros se han desasido de la «tarea administrativa» (130).

¿En qué consiste exactamente el carácter administrativo del órgano supranacional?
Las tres funciones o potestades que conoce la ciencia administrativa —la normativa,

la de gestión y la de policía o intervención— pueden encontrarse en la Comunidad, pero
lo que caracteriza al órgano supranacional es precisamente el grado de intensidad de
cada una de ellas.

(126) Conferencia de prensa del 5 de septiembre de 1960. Citado por R. Pinto: «Organisatlons Euro-
péennes», París, 1963, pág. 65.

(127) Carrillo Salcedo: -La potestad reglamentarla en los ordenamientos jurídicos de las Comunidades
Europeas-, REDI, 1958, pág. 223.

(128) A. de Laubadére: .Traíts généraux du contentleux adminístrate des Communautés Européennes-,
R. C. A. D. I., 1964-1 (T. III). págs. 537-541.

(129) P. Reuter: «Aspects de la CEE», R. M. C , 1958, pág. 314. El Tratado del Mercado Común
establece unas líneas generales o «cuadros' que deben ser desarrollados tanto por los Estados, por medio
de sus reglamentaciones nacionales, limitadas por las imposiciones del Tratado como por los órganos
comunitarios (más concretamente, el Consejo), a través del poder reglamentario con que cuentan. A. de
Labaudére: Art. cit., pág. 542.

(130) D. Sldjanski: Art. cit., pág. 161; Ch. Chaumont: -La significaron du principe de spéclallté des
organisations Internationales-, Mélanges..., H. Rolln, París, 1964, pág. 57; R. Monaco: .Caracterl fntitu-
zlonall della CEE.. R- D. I., 1958, pág. 48.
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A. Cuando la Comunidad dicta una disposición de carácter general e impersonal
(reglamento) ejerce la función normativa (131), pero ésta puede tener dos aspectos:

1. Cuando la ejecución del Tratado CEE plantea ciertos problemas momentáneos,
la Comunidad está invitada a obtener determinados resultados ya definidos, a través
de las decisiones particulares (directrices). Es lo que se ha llamado «función normativa
para-gubernativa» (132).

2. Cuando para el desarrollo del Tratado, éste exige su propia revisión, la Comuni-
dad la cumple desempeñando una «función normativa-constituyente». La Comunidad es
competente cuando se trata de una modificación menor de simple adaptación, sin que
se transforme el espíritu ni la economía del Tratado (133). Por el contrario, en todos
los demás casos sólo los Estados son competentes para modificar, por vía de trata-
do internacional (134).

B. La función de gestión es exigua. La Comunidad no cuenta con una función de
«servicio público europeo», fuera de la sola excepción del Banco Europeo de Inver-
siones y, en la Euratom, la posibilidad de dirigir en común los organismos de inves-
tigación y explotación atómica. Pero, como señala Rosenstiel, este «progreso» se debe
más a imperativos de la técnica que a la voluntad supranacional.

C. Queda, pues, como rasgo característico de las Comunidades, el de la «función
de policía o de intervención que, en su sentido amplio, abarca la potestad de inter-
vención en la esfera de los demás, aquí, en la actividad de los sujetos de la Comuni-
dad: Estados, individuos y personas jurídicas. Así, descartada definitivamente la pre-
sunción de esencia política por ausencia de las verdaderas potestades legislativa y
constituyente (de revisión constitucional), la sola presencia de la función de policía
confirma la naturaleza adminisitrativa de las Comunidades (135).

Esta función de policía de la Comunidad fue estudiada y sistematizada por el pro-
fesor Héraud y, posteriormente, por Rosenstiel, a cuyas obras nos remitimos (136).

CONCLUSIÓN

En resumen, cabe decir que la supranacionalidad es un mecanismo autónomo de
decisión atribuido a un órgano compuesto, jurídicamente superior a los miembros com-
ponentes. Este mecanismo es Lina' copia fiel del mecanismo de decisión federal: un
órgano, diferente de los Estados miembros, pero formado por ellos, toma una decisión
jurídicamente objigatoria para todos y directamente aplicable en el territorio «comuni.
tario». Sin embargo, la supranacionalidad se halla bastante alejada del federalismo.
La distancia entre una y otro puede ser recorrida, pero la decisión sobre esta «carrera»

(131) Debe advertirse que, como dice Economidés, los actos Institucionales de ejecución pueden ser
creadores de reglas jurídicas de alcance general e impersonal. En este sentido, puede hablarse de' un
poder reglamentario o legislativo. Desde el punto de vista material, esto puede ser así, pero considerando
la función —ejecución del Tratado—, en virtud de la cual aparecen estos actos, es lícito calificarlos de
actos reglamentarios, porque no pueden ser adoptados más que en los límites marcados por el Tratado y
en virtud de su expresa habilitación. Estos actos están, pues, al servicio de una función esencialmente
subordinada, mucho más administrativa que legislativa. Op. cit., pág. 97.

(132) Artículos 14, par. 5; 21, par. 1; 84, par. 2; 200, par. 3; 203, CEE.
(133) Artículos 157, CEE, sustituido por el artículo 10 del Tratado de fusión; 165, CEE.
(134) Por ejemplo, artículos 138, par. 3, y 236, CEE.
(135) F. Rosenstiel: Op. cit., pág. 105. Se puede afirmar, dice el autor, que la autoridad supranacional

limita su papel a una actividad de vigilancia que le conduce a la- comprobación de la conformidad de
ciertas actividades con las normas dictadas por la vía de tratado.

(136) G. Héraud: "Observations sur la nature juridlque de la Communauté Economique Européenne»,
R. G. D. I. P., 1958, págs. 27 y ss.; F. Rosenstiel: Op. cit.
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escapa del ámbito de poder del mecanismo supranaclonal, puesto que es privativa
del Interestatal. En este sentido, si la supranacionalidad extrae su esencia jurídica
del federalismo, la validez de sus reglas pertenece al campo federal o de Derecho In-
ternacional, aunque la Incidencia de tales reglas sea de una profundidad mayor para
sus destinatarios.

La decisión supranacional, aunque limitativa de la soberanía estatal, implica una
técnica dependiente de la voluntad política que le dio la vida y que puede, en conse-
cuencia, arrebatársela. Esta técnica, sin valor político, es de carácter administrativo, pues-
to que se limita a ejecutar o Intervenir siempre que se lo ordena el Tratado y en el
campo previsto por éste. Del político al tecnócrata hay un abismo: sencillamente, uno
decide y el otro proyecta.

La supranacionalidad no es más que un fase en la evolución de las relaciones inter-
nacionales. En el tema específico de las Comunidades Europeas, la supranacionalidad
obedece a un compromiso, compromiso obtenido tras dura batalla entre los «europeís.
tas» convencidos y los que, aun hoy, no ven en Europa más que un conglomerado de
Estados a los que habría que aproximar, todo lo más coordinar, pero jamás integrar.
Como ya hemos dicho en otra parte (137), cada vez que en la historia de la unidad
europea sus partidarios se han mostrado excesivamente audaces, la prosaica realidad
se les ha impuesto. Así, toda decisión relativa a la supranacionalidad ha sido, y es,
de naturaleza política, pero toda decisión supranacional es de carácter jurídico.

Desde luego que hay algo Innegable. El hecho supranacional, continuado desde la
creación de la CECA, único que han permitido las soberanías nacionales, es, en sí
mismo, la mejor esperanza de Europa. Y, aunque la dosis supranacional permanezca
invariable, la solidaridad de los «ciudadanos» de la Comunidad no cesa de desarrollarse.
Hace más de siglo y medio, el conde Henri de Saint Simón había escrito estas palabras:
«esta voluntad de cuerpo que, en un gobierno nacional, nace del patriotismo nacional,
en el gobierno europeo sólo puede provenir de una más amplia concepción, de un sen-
timiento más extenso, que puede llamarse patriotismo europeo...; la institución es quien
forma a los hombres, enseña Montesquieu; así, esa preferencia que hace salir al patrio-
tismo fuera de los límites de la patria, junto con el hábito de considerar los intereses
de Europa en lugar de los nacionales, será, para aquellos que deben formar el Parla,
mentó Europeo, la premisa necesaria para su establecimiento...» (138) .

Así pues, para llegar a la verdadera Europa política, aunque puedan encontrarse va-
rios caminos, junto a la solidaridad, que sólo de hecho puede existir, habrá de produ-
cirse un nuevo acto de voluntad —tal vez sucesión lógica del clima creado por la
Comunidad supranacional—, esta vez en el campo del poder: una administración en
común —una integración— de la «última ratio», en términos actuales: la soberanía
estatal. Sólo entonces podrá hablarse de un Parlamento y de un Ejecutivo, de una Comu-
nidad política y de unos ciudadanos europeos. Sólo entonces cobrará realidad la frase
de un francés universal: «soyez bienvenue l'Europe...» (139).

(137) -El Tratado de fusión de los ejecutivos en el proceso de regresión comunitaria europea*, REDI,
1969, págs. 496 y ss.

(138) Citado por A. M. Houdbine: Op. clt., pág. 11.
(139) Vfctor Hugo: •Déclaration de Palx*. 1867.
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